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			LECCIÓN 1

			
EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO*


			
I. CONCEPTO Y FUNCIONES DEL PROCEDIMIENTO

			La actividad jurídica de la Administración (reglamentos, actos y convenios) está normalmente procedimentalizada; es decir, sometida a la necesidad de seguir un procedimiento para formar la voluntad que se plasmará en una decisión administrativa.

			En ello se diferencia la Administración de los particulares que forman su voluntad más libre e informalmente. Si acaso, ellos mismos se imponen reglas sobre la formación de su voluntad, lo que incluso puede alcanzar cierta complejidad en las grandes organizaciones privadas. Pero se trata de reglas internas irrelevantes para terceros y, salvo excepciones, para el ordenamiento jurídico general.

			La actividad material de la Administración (recuérdese que la contrapusimos a la actividad jurídica en la lección 2 del Tomo I, donde ya aclaramos que se suele considerar una actividad informal) tampoco está sometida a un procedimiento propiamente dicho: se procederá de una cierta forma, incluso pautada u objeto de protocolos; se harán una serie de actuaciones, tareas y trabajos técnicos o burocráticos para procurar que todo se desarrolle correcta y diligentemente; quizás sea objeto de instrucciones de servicio; etc. Pero ese conjunto informal de acciones y labores no forman un procedimiento administrativo en sentido estricto.

			El procedimiento administrativo es, pues, el cauce formal impuesto por el ordenamiento para que la Administración apruebe reglamentos, produzca actos administrativos resolutorios y celebre convenios.

			Está integrado por diversas clases de actos. En parte, son actos de la Administración (y pueden ser considerados actos administrativos): son los actos de trámite (p. ej., acto de iniciación del procedimiento, de adopción de medidas provisionales, informes, propuesta de resolución...) previos al acto final en el que se plasmará la decisión (la resolución). Pero también hay en el procedimiento actos jurídicos de los administrados (instancias, escritos de alegaciones, proposición de prueba…) que, aunque regulados por el Derecho Administrativo, no son actos administrativos.

			Además es posible y usual que, junto a esos actos administrativos de trámite y actos jurídicos de los administrados, haya pura actividad material de preparación: estudio de la situación, de los problemas técnicos, del Derecho aplicable; conversaciones informales; acopio de documentos científicos; borradores; reuniones de meros grupos de trabajo; etc. Esas actuaciones, incluso aunque se hagan con ocasión de un procedimiento, no forman parte del procedimiento en sentido estricto ni son propiamente actos de trámite. Es actividad material al servicio del procedimiento.

			El procedimiento administrativo no es un conjunto de trámites inconexos unos de otros, sino un conjunto coherente ordenado al fin de conseguir una decisión final acertada.

			Así, podría describirse como una cadena cuyos distintos eslabones —actos de trámite y actos de los administrados— están orientados a la adopción por la Administración de una decisión que lo resuelva —el acto administrativo resolutorio o resolución administrativa— que es el broche que da sentido a toda la cadena. La metáfora es aceptable y refleja la idea de que a veces la producción de un acto de trámite es presupuesto necesario para el siguiente. Pero debe matizarse porque, como veremos luego, con frecuencia pueden y deben realizarse diversos trámites simultáneamente.

			Aunque a veces se utilicen como sinónimos, conviene distinguir el procedimiento del expediente administrativo.

			Expediente es un conjunto ordenado de documentos administrativos sobre un mismo asunto (art. 70.1 LPAC). A veces no se refieren a un concreto procedimiento sino a otra serie de actuaciones administrativas (p. ej., el expediente académico, expediente de la información previa a un procedimiento, etc.). Pero de ordinario el expediente administrativo es la materialización escrita del procedimiento que consta de los documentos en los que se reflejan los actos de trámite, los de los administrados, los resultados de las pruebas, las notificaciones… Así se dijo que el expediente es «el procedimiento hecho papel» (Guaita). La idea sigue valiendo aunque ahora tengan formato electrónico (art. 70.2 LPAC). Así, aunque se diga a veces que «se ha seguido un expediente», es preferible decir que se ha seguido un procedimiento; y aunque se diga que «se ha entregado el procedimiento», mejor decir que se ha entregado el expediente.

			El procedimiento administrativo no es un fin en sí mismo. Pero tiene importancia pues cumple funciones relevantes. Sobre todo las siguientes:

			— Constituye una garantía de acierto para la Administración a la hora de formar su voluntad y tomar decisiones sobre cuestiones que afectan a los intereses públicos. Cada vez se da más importancia, incluso en el ámbito de las organizaciones privadas, al «proceso de toma de decisiones». Pues bien, para las Administraciones eso está tradicional y jurídicamente determinado mediante el procedimiento administrativo.

			— Es una garantía para los interesados en cada procedimiento pues, a través de los trámites que lo componen, pueden defender sus derechos e intereses frente a la Administración.

			— Es un cauce que propicia la participación ciudadana en el debate de los asuntos de interés general (destacadamente, a través del trámite de la información pública).

			— Entraña un medio idóneo para canalizar la cooperación y coordinación entre diferentes Administraciones. Así sucede en los procedimientos administrativos complejos que requieren la actuación de dos Administraciones distintas o cuando se prevén informes emitidos por una Administración diferente a la competente para resolver.

			Estas funciones del procedimiento administrativo y la consecuente importancia que se le confiere explica que la misma CE aluda a él [art. 105.a) y c)]. Incluso se ha revalorizado con la consagración del derecho a una buena administración que, como ya vimos (Tomo I, lección 7), es un derecho de contenido primordialmente procedimental (derecho a ser oído, a acceder al expediente, a que los asuntos se resuelvan en un plazo razonable…). También explica que se considere que el procedimiento es elemento del acto administrativo, como se verá en la lección siguiente y refleja el artículo 34.l LPAC («Los actos administrativos… se producirán… ajustándose… al procedimiento establecido»). Y justifica, asimismo, que los defectos en la tramitación del procedimiento puedan acarrear en algunos casos la invalidez de la decisión final, como vimos ya para los reglamentos (Tomo I, lección 8) y como veremos para los actos administrativos en la lección 3 y para los contratos en la lección 10. Incluso se considera tradicionalmente que la falta absoluta de procedimiento convierte a la actuación material de la Administración en vía de hecho, contra la que hay específicas formas de reacción.

			Tras señalar las funciones que cumple el procedimiento, se comprende que no puede ser visto como un estorbo formalista, como una carrera de obstáculos que complica y eterniza los asuntos. Cosa distinta es que a veces se pierda la perspectiva, se sacralicen los aspectos formales más nimios, se impongan cargas desmesuradas y se compliquen innecesariamente. Eso es, más bien, la patología del procedimiento, y contra ello se proclaman una serie de principios, en especial el de simplificación, como veremos luego.

			
II. REGULACIÓN DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

			
1. RECONOCIMIENTO CONSTITUCIONAL Y RESERVA DE LEY


			El artículo 105.a) y c) CE ha constitucionalizado el procedimiento administrativo por vez primera. Este precepto reserva a la ley la regulación de los procedimientos que debe tramitar la Administración para dictar actos administrativos. No obstante, se trata de una reserva de ley flexible: la norma con rango de ley —estatal o autonómica— solo ha de regular los aspectos esenciales y todo lo demás puede ser regulado por reglamento.

			
2. COMPETENCIAS PARA REGULAR LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS: EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN


			El artículo 149.1.18.ª CE establece que «el Estado tiene competencia exclusiva sobre… el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas».

			Esa salvedad en favor de las Comunidades Autónomas les reconoce la posibilidad de regular especialidades procedimentales como complemento de su potestad de autoorganización. Por ejemplo, donde la ley estatal del procedimiento administrativo común hable genéricamente del órgano competente, cada Comunidad podrá determinar cuál de sus órganos lo es para cada una de las actuaciones que corresponda a su Administración; cuando la ley estatal de procedimiento administrativo común imponga el dictamen de un órgano consultivo, cada Comunidad decidirá de qué órgano consultivo se trata, etc. A ello alude el artículo 47.1.1.ª EAA. Pero, aun siendo eso, en efecto, competencia de las Comunidades Autónomas, sus competencias sobre procedimiento administrativo son bastante más amplias.

			Es más, también las Administraciones locales u otras (p. ej., las Universidades públicas) regulan procedimientos con toda normalidad. Por ejemplo, una Universidad puede regular un procedimiento para decidir sobre las solicitudes de los alumnos que quieran cambiarse de grupo: establecer cuándo podrán presentarse las solicitudes y los requisitos de estas, qué órgano deberá tramitarlas, cuál deberá informar, qué plazo hay para resolver, quién deberá hacerlo, etc.

			La clave está en dilucidar qué sea eso del procedimiento administrativo común del que habla el artículo 149.1.18.ª CE. No es fácil ni pacífico su significado. Simplificando, afirmemos que regular el procedimiento administrativo común consiste, no un procedimiento completo, acabado o perfecto —con todos sus trámites específicos— que haya de seguirse en todo caso o de ordinario, sino los principios esenciales y las reglas generales comunes a los diversos procedimientos y sus piezas fundamentales, con todo lo cual podrán construirse procedimientos concretos.

			Cabría pensar en esa regulación del procedimiento administrativo común como en la de un conjunto de piezas de un mecano (la pieza de la solicitud o de la iniciación de oficio, la de las medidas provisionales, la de la prueba, la de la audiencia al interesado, la de la información pública, la de la terminación convencional...) y la de las «indicaciones de uso», con todo lo cual se han de construir los procedimientos administrativos concretos.

			Por tanto, esa competencia estatal para regular el procedimiento administrativo común no está reñida con la existencia de regulaciones de concretos procedimientos para actividades determinadas. Y esas otras regulaciones corresponden a quien tenga la competencia sobre la respectiva materia sustantiva.

			Así lo declara el TC en, entre otras, sus Sentencias 16/2003 y 101/2006. En ese sentido se dice que la regulación de los procedimientos administrativos específicos «ha de seguir a la competencia principal» y se habla de competencia sobre procedimientos ratione materiae. Por ejemplo, si se trata de procedimientos en materia de extranjería o de tráfico o de seguridad ciudadana, le corresponderá regularlos al Estado ex artículo 149.1.2.ª, 21.ª y 29.ª CE. Y si se trata de procedimientos en materia de urbanismo, turismo o agricultura, la regulación corresponderá a la Comunidad Autónoma si es que, en virtud de su Estatuto, ha asumido las competencias en esas materias. Incluso pueden aprobar normas generales sobre todos los procedimientos relativos a las materias de su competencia. Eso sí, tendrán que hacerlo respetando la regulación estatal sobre procedimiento administrativo común. Es esto mismo lo que explica que también las Administraciones locales u otras puedan aprobar ciertas normas sobre los procedimientos que les corresponda tramitar.

			Aun aceptando todo esto, parece excesivo o, como mínimo, desconcertante que el Estatuto andaluz afirme, como también hace algún otro Estatuto, que es «competencia compartida… el procedimiento administrativo común» (art. 47.2.2.ª). Si acaso, podría decirse que es compartida la competencia sobre procedimientos administrativos, pero no precisamente sobre «procedimiento administrativo común».

			
3. LA LEY DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN


			El Estado ha ejercido su competencia sobre procedimiento administrativo común fundamentalmente al aprobar en octubre de 2015 la LPAC. Lo refleja su mismo nombre: Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

			Por ello mismo la Ley se declara aplicable a todas las Administraciones territoriales (art. 2.1).

			Procede, no obstante, hacer algunas aclaraciones complementarias y matizaciones.

			Primera. No todo en la LPAC es regulación del procedimiento administrativo común, sino que también aborda otras materias de competencia estatal en virtud del mismo artículo 149.1.18.ª CE.

			Lo confiesa el artículo 1.1 de la misma LPAC cuando, al señalar su objeto, no dice solo que sea «regular (…) el procedimiento administrativo común a todas las Administraciones» sino también «los requisitos de validez y eficacia de los actos administrativos (…) así como los principios a los que se ha de ajustar el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria».

			Por ello analizamos la LPAC no solo en esta lección. También será el objeto central de las siguientes y, en realidad, fue también estudiada en el Tomo I cuando nos ocupamos del privilegio de autotutela de la Administración, los derechos de los ciudadanos, el concepto y las clases de Administraciones Públicas, etc.

			Aproximativamente puede decirse que en la LPAC es regulación del procedimiento administrativo común su Título IV, que se denomina: «De las disposiciones sobre el procedimiento administrativo común». Pero también otros preceptos dispersos en su articulado pueden incluirse en ese mismo concepto; entre otros, los artículos 3 a 8 (que regulan a los interesados en el procedimiento administrativo), los artículos 21 a 25 (que se ocupan de la obligación de resolver, la caducidad y el silencio administrativo), los artículos 29 a 33 (que establecen los términos y los plazos del procedimiento), etc.

			Segunda. Ya hemos señalado que el ámbito subjetivo de esta Ley incluye sin duda a todas las Administraciones territoriales. Pero es más amplio como se desprende del artículo 2.

			También es aplicable a los organismos autónomos estatales, autonómicos y locales (llamados en Andalucía, Agencias administrativas), así como a los entes institucionales independientes (p. ej., el Banco de España). En cuanto a las entidades públicas empresariales (en Andalucía, Agencias públicas empresariales), la LPAC les es aplicable en cuanto ejerzan potestades administrativas. Para las Universidades públicas la LPAC solo se declara supletoria, pero esa aplicación supletoria es amplia.

			Quedan al margen de la LPAC, sin embargo, los entes institucionales de Derecho privado vinculados o dependientes de las Administraciones Públicas —en esencia, las sociedades mercantiles o civiles de titularidad pública y las fundaciones públicas— y las Corporaciones de Derecho público no territoriales o de base sectorial —Colegios profesionales, Cámaras de Comercio, etc.—, lo que concuerda con lo que ya se sostuvo al negarles el carácter de Administraciones (Tomo I, lecciones 1 y 14). No obstante, cuando dichas Corporaciones sectoriales ejerzan las funciones públicas «se regirán por su normativa específica» y supletoriamente por la LPAC.

			Naturalmente y con razón, la LPAC no se declara aplicable a ningún órgano estatal no incluido en la Administración ni a las entidades privadas aunque ejerzan funciones públicas: no son Administraciones y los procedimientos que sustancien no son nunca propiamente administrativos; por tanto, no quedan sometidos en principio a la LPAC. Ahora bien, puede suceder y sucede que las normas aplicables a todos esos otros entes se remitan parcialmente a la LPAC o que la declaren de aplicación en caso de laguna de su normativa específica.

			Tercera. Por decisión del legislador estatal, quedan fuera de la LPAC las actividades administrativas en ciertos sectores; sobre todo, tributario y de la de la Seguridad Social.

			En concreto, la propia LPAC, en su Disposición Adicional 1.ª, excluye de su ámbito de aplicación a los procedimientos administrativos que se sustancien en las siguientes materias: 1.ª tributaria y aduanera; 2.ª Seguridad Social y desempleo; 3.ª procedimientos sancionadores por infracciones del orden social; 4.ª procedimientos sancionadores por infracciones de tráfico; y 5.ª extranjería y asilo.

			En todos estos casos, la Disposición Adicional 1.ª remite a la normativa específica de cada una de esas materias y declara la aplicación supletoria de la propia LPAC. Otras Leyes han completado esta lista de exclusiones. Así, la Ley de Defensa de la Competencia declara en general supletoria a la LPAC respecto a lo establecido en ella.

			El conjunto de esas exclusiones es de gran amplitud y, además de que no todas ellas están justificadas, pone en entredicho la idea misma de procedimiento común pues, como se comprende, no es muy común lo que deja fuera a tantas cosas. Se ha llegado incluso a cuestionar su constitucionalidad; así Ezquerra que parte de que en el artículo 149.1.18.ª CE hay un «mandato al legislador estatal para que articule un procedimiento administrativo común sin exclusiones sectoriales completas o generales».

			Cuarta. La LPAC no ha agotado la competencia exclusiva del Estado sobre el procedimiento administrativo común que también se ha ejercido en otras leyes, sobre todo, en la LRJSP.

			Además, también hay normas sobre procedimiento administrativo común en la Ley de Transparencia; en la Ley de Garantía de la Unidad de Mercado; etc. También las hay en leyes que regulan tipos de actividades administrativas: así en la LGS hay normas estatales sobre procedimientos subvencionales que han de ser respetadas por cualquier Administración y la STC 130/2013 lo aceptó acudiendo al concepto de «procedimiento administrativo común singular»: se trataría de una «regulación singular común… de su iter procedimental (que) se incardina en el concepto de procedimiento administrativo común». Incluso se ha aceptado que la competencia sobre procedimiento administrativo común permite al Estado aprobar normas procedimentales en determinados sectores (p. ej., el TC ha admitido que el Estado imponga ciertas normas sobre el procedimiento de elaboración de los planes de urbanismo para garantizar la participación ciudadana o la coordinación entre Administraciones, normas que se contienen en el Texto Refundido de la Ley de Suelo).

			
4. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y UNIÓN EUROPEA


			Cuando el Derecho de la Unión es ejecutado por órganos propios de la Unión (Comisión, agencias…) evidentemente no es aplicable la LPAC ni las demás normas españolas sobre procedimiento sino las mismas normas europeas. Hay diversas normas europeas sobre procedimiento, empezando por la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión, con su derecho a una buena administración (art. 41); e incluso se está planteando actualmente elaborar un código de procedimiento europeo. Pero, además, de acuerdo con lo que ya se explicó (Tomo I, lección 1, epígrafe V.2), hay que aclarar lo siguiente:

			— Las Administraciones españolas, como las de los otros Estados miembros, actúan frecuentemente como Administración de la Unión («Administración indirecta») y en tal caso quedan sometidas al Derecho Administrativo de la Unión. En concreto, a sus normas sobre procedimiento. Así, la LPAC y las demás normas españolas sobre procedimiento solo son de aplicación cuando haya lagunas en las normas europeas.

			— Incluso sin actuar como Administraciones de la Unión, las diversas Administraciones nacionales deben respetar ciertas normas sobre procedimiento que les impone la Unión (el ejemplo paradigmático es el de las normas sobre procedimiento para la celebración de contratos por las Administraciones nacionales).

			En uno y otro caso, las normas españolas sobre procedimiento, además de estar condicionadas por el respeto al conjunto del Derecho de la Unión («principio de primacía»), deberán ser interpretadas y aplicadas en el sentido que sea más conforme a este («principio de interpretación conforme»).

			
III. CLASES DE PROCEDIMIENTOS

			Pueden utilizarse muchos criterios distintos para clasificar los diversos procedimientos administrativos que existen, pero interesa resaltar aquí solo el que los distingue por razón de la forma jurídica de la actividad administrativa que pretenda adoptarse. Según este criterio, cabe diferenciar entre:

			A) Procedimientos administrativos en relación con los actos.

			a)Procedimientos declarativos: su objetivo es la elaboración y adopción de una decisión. Puede tratarse de un procedimiento para adoptar una primera decisión sobre alguna cuestión o de un procedimiento para reconsiderar esa primera decisión. A su vez, la decisión puede reconsiderarse en vía de revisión de oficio o en vía de recurso administrativo.

			b)Procedimientos de ejecución: pretenden ejecutar o hacer efectiva esa decisión anterior.

			B) Procedimientos administrativos para aprobar reglamentos.

			C) Procedimientos administrativos para celebrar convenios (en especial, contratos).

			El objeto predominante de la presente lección es el procedimiento administrativo para dictar actos y, dentro de él, el declarativo para adoptar una primera decisión. El procedimiento para la elaboración de reglamentos se estudió en el Tomo I, lección 8. Los demás se estudiarán en las siguientes lecciones de este Tomo II.

			
IV. PRINCIPIOS GENERALES

			El procedimiento administrativo está presidido por un conjunto de principios generales que se reflejan y proyectan en la LPAC. Los más importantes son los siguientes:

			
1. IMPULSIÓN DE OFICIO


			La impulsión de oficio, que rige todas las fases del procedimiento administrativo, genera el deber de la Administración de realizar por sí misma toda la actividad que sea precisa para hacer avanzar el procedimiento y obtener todos los datos necesarios hasta llegar a una decisión final. La LPAC consagra la impulsión de oficio de todo el procedimiento administrativo (art. 71.1), de toda la fase de instrucción (art. 75.1) y del período de prueba cuando existan hechos controvertidos (art. 77.2). También lo consagra el artículo 111.2 LAJA.

			
2. SIMPLIFICACIÓN (CELERIDAD, ECONOMÍA, ANTIFORMALISMO Y ACCESO PERMANENTE)

			El procedimiento administrativo debe ser más sencillo y menos formalista que los procesos judiciales. En algunos de nuestros textos clásicos, se decía que la Administración debía tramitar y resolver «sin estrépito de juicio». Pero, aun así, existe el riesgo, a veces materializado, de convertir los procedimientos en una especie de laberinto interminable para la Administración y sobre todo para el ciudadano con infinidad de trámites, formalidades y «papeleo» mucho mayor del necesario para lo que se quiere decidir, que, para colmo, en ocasiones se desenvuelve con lentitud exasperante. Contra eso ha luchado el legislador.

			La Ley de Procedimiento Administrativo de 1958 fue exponente de ese esfuerzo. Decía su artículo 29.1: «La actuación administrativa se desarrollará con arreglo a normas de economía, celeridad y eficacia». Después imponía a los superiores que velasen para que sus inferiores respetasen estos principios que, decía, servirán también de «criterio interpretativo para resolver las cuestiones que puedan suscitarse en la aplicación de las normas de procedimiento». Y otros muchos preceptos de aquella Ley caminaban en esa dirección en la que hacía hincapié su Exposición de Motivos.

			La CE debería de haber significado una profundización en esa dirección. El mismo principio de eficacia (art. 103.1) da fundamento, aunque solo sea porque también esos procedimientos tortuosos son impedimento para que la Administración logre sus objetivos. También el principio de eficiencia, pariente del anterior, porque esas tramitaciones engorrosas consumen inútilmente los recursos públicos. Pero es que, desde el otro punto de vista, el del particular que sufre el procedimiento, la posición misma del ciudadano que se deriva de la CE debería marcar la senda hacía un aligeramiento de las cargas burocráticas y la aniquilación de las desproporcionadas.

			Esos principios están presentes en la LPAC que ha consagrado expresamente el principio de simplificación administrativa.

			Se habla en primer lugar de un principio de celeridad (proclamado en el art. 71.1 LPAC) que aspira a que los procedimientos se tramiten tan rápido como sea posible, esto es, con la debida diligencia para que se terminen cuanto antes y sin dilaciones indebidas. Recuérdese que el derecho a una buena administración incluye el de que los asuntos sean tratados «dentro de un plazo razonable». Algunas reglas concretas tienen claramente esta finalidad. La LPAC tiene un artículo, el 72, que aparece bajo el rubro «Concentración de trámites», con dos reglas: 1.ª deben impulsarse simultáneamente todos los trámites que no precisen de cumplimiento sucesivo; 2.ª debe señalarse plazo al pedir algún trámite a otro órgano administrativo.

			Asimismo contribuyen a esta celeridad otras reglas como la del artículo 29 LPAC que establece la obligatoriedad de los plazos; la del artículo 57 LPAC que permite acumular y tramitar en un único procedimiento varios asuntos que guarden identidad sustancial o íntima conexión; la que establece que las cuestiones incidentales no suspenden la tramitación del procedimiento (art. 74 LPAC); etc. Además, los procedimientos tienen un plazo máximo de duración cuya superación determina la producción del silencio administrativo o la caducidad, como veremos luego. También cabe que la superación de los plazos dé origen a responsabilidad disciplinaria del personal que la haya ocasionado o a la responsabilidad patrimonial de la Administración.

			Puede hablarse, en segundo lugar, de un principio de economía procedimental como mandato a quienes regulan procedimientos específicos y a quienes los instruyen en cada caso conforme al cual solo deben establecer y realizar los trámites imprescindibles para garantizar las funciones a las que sirve el procedimiento.

			También se relaciona con ello el llamado principio antiformalista del procedimiento que tiende a que los trámites se desarrollen con la máxima simplicidad sin fórmulas solemnes ni rituales.

			Conectado con lo anterior está el que se ha dado en llamar principio del acceso permanente. Es lo contrario al principio preclusivo que domina los procesos judiciales en cuya virtud las partes solo pueden alegar o presentar documentos en los trámites y plazos establecidos para ello, tras los cuales pierden esa posibilidad de defensa. Para el procedimiento administrativo hay una regla similar en el artículo 73.3 LPAC, que luego veremos. Pero aquí se suaviza por este principio de acceso permanente —que se desprende de los arts. 53.1.e) y 76 LPAC— que permite a los interesados conocer el expediente, formular alegaciones y presentar documentos en cualquier momento hasta el trámite de audiencia, que les da la última oportunidad.

			La Exposición de Motivos de la Ley de Procedimiento Administrativo de 1958 lo explicaba: «[…] la preclusión, piedra angular de los procedimientos judiciales, queda reducida al mínimo, dotándose al procedimiento administrativo de la agilidad y eficacia que demanda la Administración […]».

			Un reflejo de todo lo anterior es que los defectos de forma y de procedimiento no determinan por lo general un vicio invalidante (son lo que se llaman «irregularidades no invalidantes»; art. 48.2 LPAC). También que, en lo posible, la invalidez de unos trámites no suponga la invalidez de los sucesivos (art. 49.1 LPAC) que, por tanto, no habrá que repetir. Sobre ello se volverá en la lección 3. Aquí basta con apuntarlo por su conexión con estos principios.

			Todos estos principios han encontrado anclaje, refuerzo y complemento en lo que se alude como principio de simplificación administrativa que, entre otras cosas, pretende reducir los trámites y las cargas del procedimiento o, al menos, aliviarlos, y así aminorar su duración y sus costes.

			Se hace eco de él el artículo 133 EAA que, entre los principios de actuación de la Junta de Andalucía, cita el de «simplificación de procedimientos». Por su parte, la LRJSP proclama los principios de «simplicidad» y de «racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos» (art. 3.1). Y en la LPAC hay múltiples concreciones de este principio. Sobre todo es importante la de su artículo 1.2: «solo mediante ley» y solo «cuando resulte eficaz, proporcionado y necesario para la consecución de los fines propios del procedimiento, y de manera motivada, podrán incluirse trámites adicionales o distintos a los contemplados en esta Ley». Destaquemos también la de su artículo 75.3: «Los actos de instrucción que requieran la intervención de los interesados habrán de practicarse en la forma que resulte más conveniente para ellos y sea compatible, en la medida de lo posible, con sus obligaciones laborales y profesionales».

			De lo establecido en otras leyes es revelador, aunque pueril, el artículo 37 de la Ley 14/2013, de Apoyo a los Emprendedores, que consagró la regla «una dentro, una fuera» (one in, one out): «Las Administraciones Públicas que en el ejercicio de sus respectivas competencias creen nuevas cargas administrativas para las empresas eliminarán por lo menos una carga existente de coste equivalente».

			Para la simplificación es particularmente importante que no se cargue a los ciudadanos con el deber de aportar documentos más allá de lo realmente imprescindible.

			La práctica, con demasiada frecuencia, se separa de esta regla para suplicio de los ciudadanos. Frente a ello la LPAC proclama el derecho «a no presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se trate, que ya se encuentren en poder de las Administraciones Públicas o que hayan sido elaboradas por estas» [art. 53.1.d) que se completa con el art. 28].

			Pese a todo, a veces se camina en sentido contrario a la simplificación procedimental. Y es que hay factores poderosos, no siempre perversos, en dirección opuesta.

			La enfatización de las garantías de los interesados, de la participación ciudadana, de la intervención de Administraciones diversas, etc., por loable y justificado que esté, marca una tendencia a procedimientos abigarrados y largos. De otro lado, el principio de simplificación procedimental choca con lo que parece una predisposición natural de los burócratas. Vencer esa tendencia y conseguir que interioricen este principio es más importante que su proclamación legal.

			
3. OBJETIVIDAD: IMPARCIALIDAD, ABSTENCIÓN Y RECUSACIÓN


			El artículo 103.1 CE establece que la Administración ha de servir «con objetividad los intereses generales». Este deber de objetividad tiene muy diversas consecuencias (p. ej., el régimen de conflictos de intereses de los altos cargos; el de incompatibilidades de los funcionarios; la prohibición de que ciertas personas contraten con la Administración; etc.). Pero se proyecta en especial sobre el procedimiento y eso es lo que aquí nos interesa. Recuérdese además que el derecho a una buena administración incluye el de que los asuntos sean tratados «imparcial y equitativamente».

			Aun así, la objetividad e imparcialidad a la que puede aspirarse en los procedimientos administrativos nunca es ni puede ser equiparable a la que se garantiza en los procesos judiciales pues los Jueces y Tribunales son independientes entre sí, están sometidos únicamente al imperio de la ley y tienen garantizada por la CE su inamovilidad. Por el contrario, la Administración, aunque sometida a la ley y al Derecho, debe realizar los intereses generales y, en muchos casos puede decirse en cierto modo que es a la vez juez y parte. Por otro lado, claro está, las autoridades y personal de la Administración no tienen la inamovilidad de los jueces y además están sujetos a relaciones jerárquicas. Por todo ello la objetividad e imparcialidad que aquí se persigue y garantiza es más modesta, aunque importante.

			Al servicio de esta objetividad está la regulación de la abstención y de la recusación (arts. 23 y 24 LRJSP).

			El artículo 23.2 LRJSP enumera los motivos de abstención. Aunque es una enumeración taxativa, algunos de los motivos son amplios (p. ej., «tener interés personal en el asunto»). Además, aunque algunas sentencias lo han negado, es posible y hasta aconsejable una interpretación extensiva de tales motivos para incluir todos los que puedan condicionar seriamente la voluntad de una persona media o hacer dudar a los ciudadanos de la imparcialidad. Pues a este respecto, como con la mujer del César, no solo hay que ser honrado, sino parecerlo. La mayoría de los motivos pretenden impedir la intervención de autoridades y empleados administrativos que por diversas causas (su propia situación, su parentesco, sus relaciones de servicio…) tengan conflictos de intereses de modo que carezcan de objetividad o pueda dudarse de ella. Pero también hay causas de abstención por los prejuicios que pueda tener la autoridad o funcionario al haber intervenido en actuaciones anteriores (p. ej., «haber tenido intervención como perito o testigo en el procedimiento de que se trate»).

			En la misma línea de esto último —de garantizar la objetividad—, el artículo 63.1 LPAC establece que las fases de instrucción y de resolución de los procedimientos administrativos sancionadores estén atribuidas a dos órganos administrativos diferentes. Ello para que quien resuelva no esté contaminado por su previa instrucción. Pero esto no está exactamente configurado como causa de abstención. Volveremos sobre esto en la lección 8.

			Si concurre alguno de los motivos de abstención, el incurso en ellos no debe intervenir en el procedimiento: no es solo que no deba resolver sino tampoco tener ninguna otra participación capaz de condicionar el resultado.

			Si la causa de abstención concurre en un funcionario que debiera intervenir individualmente, habrá de actuar en su lugar otro que reúna los requisitos necesarios. Si se trata del titular de un órgano unipersonal intervendrá el mismo órgano pero actuará como su titular otra persona por medio de la suplencia (art. 13 LRJSP). Y si se trata del miembro de un órgano colegiado, será este mismo órgano el que decidirá pero sin que contribuya a la formación de la voluntad colegial ese miembro: lo correcto no es solo que se abstenga en la votación ni solo que no intervenga en la deliberación, sino que se ausente de la sesión cuando se trate el asunto que le afecta.

			La autoridad o empleado afectado debe abstenerse motu proprio. Si no lo hace, se lo impondrá su superior de oficio o por recusación formulada por cualquier interesado.

			Lo hará por propia iniciativa «y lo comunicarán a su superior inmediato, quien resolverá lo procedente» (art. 23.1 LRJSP). Incluso si no lo hace espontáneamente, el superior puede imponérselo (art. 23.3). Y, además, cualquier interesado puede formular recusación que resolverá el superior con una tramitación sencilla (art. 24.3 y 4) durante la cual queda suspendido el procedimiento principal (art. 74 LPAC). El artículo 97 LAJA dice que en el caso de los Consejeros resolverá el Consejo de Gobierno. Según el artículo 24.1 LRJSP, la recusación se puede producir «en cualquier momento de la tramitación del procedimiento». Esto, sin embargo, se presta a abusos (así, interesados que solo recusan cuando ya, muy avanzado el procedimiento, vislumbran que la resolución les será desfavorable). Por ello, se tiende a considerar que, conforme al principio de buena fe, se debe recusar desde que se conoce la causa de abstención. Contra la resolución de este incidente de recusación no cabe recurso directo (art. 24.5 LRJSP).

			Una vez terminado el procedimiento principal y dictada, por tanto, la resolución, los interesados (hayan formulado recusación o no) podrán recurrirla alegando precisamente la participación de quien debió abstenerse (art. 24.5, in fine). Pero dice el artículo 23.4 LRJSP que la intervención de las personas que debieron abstenerse «no implicará, necesariamente, y en todo caso, la invalidez de los actos en que hayan intervenido». El artículo 76 LRBRL es más expresivo cuando dice que la intervención de los concejales que debieron abstenerse «implicará, cuando haya sido determinante, la invalidez de los actos». Lo más razonable es entender que el artículo 23.4 LRJSP debe interpretarse en ese mismo sentido. Ello lleva a un análisis probabilístico de cada caso para dilucidar si la intervención fue determinante o no.

			Afecte o no a la validez, «la no abstención en los casos en que concurra alguna de esas circunstancias dará lugar a la responsabilidad que proceda».

			Así lo establece el artículo 23.5 LRJSP. En concreto, en la legislación de funcionarios está tipificada como infracción grave «intervenir en un procedimiento administrativo cuando se dé alguna de las causas de abstención…». Por su parte, la Ley 19/2013 de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, en una regulación que es aplicable a los altos cargos de la Administración del Estado y sus entes institucionales, así como a sus equivalentes autonómicos y locales (art. 25), impone a todos ellos respetar «el principio de imparcialidad, de modo que mantengan un criterio independiente y ajeno a todo interés particular». Asimismo, establece que «no se implicarán en situaciones, actividades o intereses incompatibles con sus funciones y se abstendrán de intervenir en los asuntos en los que concurra alguna causa que pueda afectar a su objetividad». Finalmente tipifica como infracción grave de estos altos cargos «la intervención en un procedimiento administrativo cuando se dé alguna de las causas de abstención…». Hay que tener en cuenta también la Ley 3/2015, reguladora del Ejercicio del Alto Cargo de la Administración del Estado [sobre todo su art. 12, sobre «sistema de alerta para la detección temprana de conflictos de intereses» y, por tanto, de causas de abstención, y su art. 25.2.c), que califica como infracción grave «el incumplimiento reiterado del deber de abstenerse»]. Para Andalucía, téngase en cuenta la Ley 3/2005, sobre Incompatibilidades de Altos Cargos, en especial, sus artículos 7, sobre el deber de abstención, y 15.1.a) y 2.a) que tipifican las infracciones correspondientes.

			Hay otras normas que también sirven a la objetividad. Por ejemplo, la que impone que en la tramitación de los procedimientos se guarde el orden riguroso de su incoación (art. 71.2 LPAC), o sea, que no se dé preferencia a unos, que lleven vertiginosa rapidez, frente a otros que duermen, en función de criterios espurios.

			
4. CARÁCTER PREDOMINANTEMENTE ESCRITO Y ELECTRÓNICO


			Frente a lo que en general se preconiza de los procesos judiciales que deben ser predominantemente orales (art. 120.2 CE), los procedimientos administrativos son fundamentalmente escritos: la inmensa mayoría de los actos de trámite son escritos como en general lo son también las resoluciones (art. 36.1 LPAC); los actos procedimentales de los ciudadanos son igualmente escritos (solicitudes, proposición de prueba, alegaciones…); la prueba reina es la documental; etc. No hay en los procedimientos administrativos «vistas»; las comparecencias personales son excepcionales; solo alguna vez es necesario practicar pruebas con presencia física de las personas; etc. Así que de ordinario la tramitación consiste, como se dijo alguna vez, en «papel va, papel viene». Ahora, la utilización de medios electrónicos evita el papel pero no niega el carácter escrito del procedimiento. Los actos administrativos, dice el artículo 36.1 LPAC, «se producirán por escrito a través de medios electrónicos»; los ciudadanos pueden o hasta deben relacionarse con la Administración por medios electrónicos (art. 14 LPAC) pero de forma igualmente escrita. Y por ello los expedientes no serán legajos cosidos o encuadernados, sino que tendrán formato electrónico (art. 70.2 LPAC): no habrá papel que vaya ni venga, pero habrá documentos circulando por la red y el procedimiento seguirá siendo mayoritariamente escrito.

			
5. CONTRADICCIÓN


			Muchísimos procedimientos administrativos, aunque no todos, afectan a los derechos o intereses legítimos de concretos sujetos. Cuando así sucede, esos sujetos, en tanto que adquieran la condición de interesados en el procedimiento, no tienen una posición meramente pasiva a la espera de la resolución final para después, si acaso, combatirla ante los tribunales. Lejos de ello, se les garantiza la posibilidad de su defensa en el mismo procedimiento administrativo. A ello se alude como principio de contradicción. Hay múltiples manifestaciones de este principio en la regulación del procedimiento que lo atraviesa de principio a fin. Ya hemos visto alguna (p. ej., facultad de recusar a las autoridades o empleados administrativos; posibilidad de acceder al expediente y de hacer alegaciones y presentar documentos en todo momento) e iremos viendo muchas más (a los interesados se les notifican los actos; pueden proponer pruebas; hay que darles audiencia; pueden actuar asistidos de asesores, etc.). Y, además de ello, hay un mandato general en el artículo 75.4 LPAC para que este principio tenga la máxima efectividad:

			«En cualquier caso, el órgano instructor adoptará las medidas necesarias para lograr el pleno respeto a los principios de contradicción y de igualdad de los interesados en el procedimiento».

			Tan esencial es este principio que los defectos o vicios de procedimiento que mermen seriamente la posibilidad de contradicción son los que se considera que causan indefensión y los que suelen ser determinantes de invalidez de la resolución final (art. 48 LPAC).

			Pese a todo, conviene advertir que en los procedimientos administrativos no está en juego el derecho fundamental de defensa del artículo 24 CE, sino otros de contenido similar pero sin rango constitucional; por tanto, ante la vulneración del principio de contradicción no caben los medios de reacción específicos de los derechos fundamentales. Esos derechos del artículo 24 CE son característicos de los procesos judiciales y el TC solo los ha extendido —y, aun así, con muchos matices— a un único tipo de procedimientos administrativos, los sancionadores (como veremos en lección 8), no a los demás.

			
6. IN DUBIO PRO ACTIONE


			Comporta que, en caso de duda, debe acogerse una interpretación favorable al ejercicio de acciones por los ciudadanos ante la Administración y a su intervención en el procedimiento administrativo de modo que puedan conseguir una decisión (favorable o desfavorable) sobre el fondo del asunto.

			Es un principio que rige originaria y especialmente en el ámbito procesal: pero también despliega sus efectos en el procedimiento administrativo. Entre otras consecuencias, impone tender a aceptar la legitimación de quien pretenda intervenir en un procedimiento y, por tanto, a una interpretación amplia de los conceptos de derecho subjetivo e interés legítimo; a una interpretación de las normas sobre plazos no rigurosa; a admitir la posibilidad de subsanar los defectos de las solicitudes u otros escritos y «mejorar» su contenido (arts. 68 y 73.2 LPAC); etc.

			
7. GRATUIDAD


			En principio, el procedimiento no comporta gastos para el interesado. Además, como nunca es obligatoria la asistencia de abogado ni de otros profesionales, tampoco incurre en gastos de ese género. Pero la gratuidad tiene notables excepciones.

			Pueden citarse estas: 1.ª Para muchos procedimientos hay previstas tasas, especialmente para los iniciados a instancia de los interesados en los que pretenden un acto favorable (p. ej., una autorización, un certificado); 2.ª Algunas pruebas que proponga el interesado tiene que costearlas él, e incluso se le pueden exigir de forma anticipada (art. 78.3 LPAC); 3.ª El ejecutado debe cargar con las costas del procedimiento de apremio que se le exigen junto con la deuda principal (arts. 113 a 115 Reglamento General de Recaudación).

			
V. LOS INTERESADOS EN EL PROCEDIMIENTO

			El Título I de la LPAC (arts. 3 a 12) aparece bajo el rótulo «De los interesados en el procedimiento». Allí se abordan cuatro aspectos.

			
1. CAPACIDAD DE OBRAR


			Tienen capacidad de obrar ante la Administración y, por tanto, en los procedimientos administrativos, todas las personas físicas o jurídicas que la ostenten conforme a las normas civiles. Pero también algunas más (art. 3 LPAC): los menores de edad e incluso, en algunos ámbitos, ciertos entes sin personalidad.

			En concreto, se reconoce capacidad a los menores de edad, aunque no estén emancipados, para «el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté permitida por el ordenamiento jurídico sin la asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o curatela».

			Además, a ciertos efectos, se reconoce capacidad a ciertos entes sin personalidad jurídica. Ya estaba así reconocido en la legislación tributaria, en la de Seguridad Social, en la de subvenciones… El artículo 3.c) LPAC alude a ello cuando afirma que tendrán capacidad «cuando la Ley así lo declare expresamente, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos». Piénsese en las comunidades de bienes, en las herencias yacentes, en el grupo de perjudicados por un hecho dañoso, etc.

			No tienen capacidad ante la Administración los incapacitados, incluidos los menores incapacitados, «cuando la extensión de la incapacitación afecte al ejercicio y defensa de los derechos o intereses de que se trate» en un concreto procedimiento —art. 3.b) in fine LPAC—. En tales casos, para actuar en el procedimiento administrativo tendrán que completar su capacidad con la intervención de un tercero o actuar por medio de él, todo ello conforme a lo establecido en las leyes civiles y procesales sobre patria potestad, tutela, curatela o defensa judicial.

			
2. LEGITIMACIÓN


			Igual que no toda persona puede intervenir en cualquier proceso judicial, tampoco toda persona puede intervenir en cualquier procedimiento administrativo. Solo lo pueden hacer los que tengan legitimación. Y se tiene legitimación por guardar cierta relación con el asunto concreto de que se trate en cada procedimiento. Por tanto, la legitimación se ostenta para cada procedimiento específico; y solo respecto a un procedimiento específico se puede decidir quién la tiene y quién no.

			Si se trata de un procedimiento para decidir si la Administración debe una indemnización al Sr. A, tendrá legitimación ese Sr. A y quizás algún otro al que afecte esa indemnización; pero los legitimados serán diferentes si se trata de la indemnización al Sr. B. Igualmente ante un procedimiento sancionador habrá que determinar quién tiene legitimación en función de a quién se pretende sancionar y de las circunstancias del caso. Y si se trata de un procedimiento expropiatorio habrá que delimitar los sujetos legitimados según cuáles sean los bienes concretos que se pretende expropiar, quiénes son sus propietarios, si hay arrendatarios o usufructuarios, si hay beneficiarios de la expropiación…

			El Derecho Administrativo reconoce legitimación en función de un par de conceptos ya conocidos, el de derecho subjetivo y el de interés legítimo. Para el procedimiento administrativo lo hace el artículo 4 LPAC. Así que tienen legitimación aquellos sujetos cuyos derechos subjetivos o intereses legítimos (individuales o colectivos) pueden verse afectados (beneficiados o perjudicados) por el procedimiento o, como dice la ley, que «puedan resultar afectados por la decisión que en el mismo se adopte». Por tanto, como ya nos consta (Tomo I, lección 7), no basta tener un interés genérico en que se cumpla la legalidad ni la simple condición de ciudadano al que importa que se realice el interés general. Es necesaria una afectación personal de derechos subjetivos o intereses legítimos.

			La aceptación de la legitimación de entidades que asumen la defensa de intereses legítimos colectivos (a lo que ya nos referimos en la lección 7 del Tomo I) amplía el acceso al procedimiento y matiza el carácter individualista de una regulación tradicional presidida por la exigencia de un derecho subjetivo o interés legítimo individual afectado.

			La mera legitimación no convierte siempre y automáticamente a los sujetos que la tienen en partes del procedimiento, en interesados, que es como los llama precisamente la LPAC. A este respecto, hay que distinguir según sean titulares de derechos subjetivos o de meros intereses legítimos:

			— Los titulares de derechos subjetivos son siempre y por esa sola titularidad interesados: puede que sean ellos los que promuevan el procedimiento [art. 4.1.a) LPAC], por ejemplo, presentando una solicitud; pero, aunque no sea así y aunque permanezcan pasivos, la Administración debe tenerlos como interesados [art. 4.1.b) LPAC] y darles todas las oportunidades de participación en el procedimiento que la ley prevé para ellos. Son, por tanto, interesados necesarios; es decir, aun en el caso de que no se hayan personado en el procedimiento motu proprio, la Administración tiene el deber de identificarlos y de notificarles todas las actuaciones que les afecten.

			— Los titulares de intereses legítimos —que son siempre más numerosos y más difíciles de determinar y de conocer— solo se convertirán en verdaderos interesados si son ellos los que promueven el procedimiento [art. 4.1.a) LPAC] o si, ya iniciado este, se personan en él [art. 4.1.c) LPAC].

			Esa personación de la que se habla no supone una comparecencia física, sino que se realiza mediante un escrito en el que se manifiesta la titularidad de un interés legítimo afectado y la voluntad de constituirse en interesado en el procedimiento.

			La condición de interesado es fundamental pues determina el nacimiento de una serie de derechos y facultades que la ley les atribuye a lo largo del procedimiento para defender sus pretensiones.

			Así, son los interesados los que pueden presentar solicitudes iniciadoras de procedimientos; a los que hay que notificar los actos; los que pueden hacer alegaciones y proponer pruebas o recusar a las autoridades y funcionarios que intervengan en el procedimiento; quienes pueden solicitar medidas provisionales, los que pueden desistir, etc. También son ellos los que tienen los derechos que el artículo 53 LPAC confiere precisamente al «interesado en el procedimiento administrativo». Destaquemos ahora al menos el derecho a conocer en cualquier momento el estado de la tramitación del procedimiento y el derecho a identificar a las autoridades y personal bajo cuya responsabilidad se tramita el procedimiento. También son, y esto es muy importante, los que pueden impugnar los actos [arts. 106.1 y 112.1 LPAC y 19.1.a) y b) LJCA]. El ya aludido principio in dubio pro actione obliga a aceptar la legitimación en caso de duda, lo que suaviza, pero no elimina, la exigencia de legitimación.

			Lo expuesto necesita una serie de observaciones complementarias.

			Primera. Puede distinguirse una legitimación originaria —aquella que desde el principio correspondió al sujeto que invoca el derecho o interés legítimo afectado— y una legitimación derivada. En este caso, se invoca un derecho o un interés legítimo que inicialmente era de otro pero que se ha adquirido por cualquier título (v. gr., el heredero que reclama la indemnización por los daños sufridos por el finado, el comprador de la cosa controvertida, la compañía de seguros que satisfizo la indemnización que luego reclama a la Administración, etc.). Para esos supuestos, el artículo 4.3 LPAC dice que el derechohabiente sucederá al legitimado originario en cualquier estado del procedimiento.

			Segunda. En algunos casos la legitimación depende, no de tener realmente un derecho subjetivo o un interés legítimo, sino de invocar esa titularidad. Por ejemplo, tendrá legitimación para solicitar de la Administración una indemnización quien la reclame para sí por afirmar un derecho propio. Eso le bastará para actuar como interesado en el procedimiento administrativo que se siga. Si después se comprueba que no tenía tal derecho habrá que dictar una resolución desestimatoria en cuanto al fondo, no una de inadmisión por falta de legitimación.

			Tercera. En algunos sectores (como urbanismo, patrimonio histórico, costas) se reconoce la acción popular (también llamada acción pública, aunque este término es equívoco) de modo que cualquier persona puede intervenir como interesado en el correspondiente procedimiento administrativo.

			Por ejemplo, dice el artículo 62.1 del Texto Refundido de la Ley de Suelo de 2015 que «será pública la acción para exigir ante los órganos administrativos y los Tribunales Contencioso-Administrativos la observancia de la legislación y demás instrumentos de ordenación territorial y urbanística». Dejando al margen lo que ello significa para el contencioso-administrativo, lo que importa aquí es que supone que cualquier persona, aunque no ostente un derecho subjetivo ni un interés legítimo afectado, puede tener en los procedimientos administrativos que se sustancien para garantizar la legalidad urbanística la misma intervención que en general está reconocida a los titulares de tales situaciones; o sea, que, en contra de la regla general de exigencia de legitimación, en este ámbito, no se exige legitimación o, si se prefiere decir así, que tienen legitimación todos o que basta el mero interés de cualquier ciudadano en el cumplimiento de la legalidad.

			Cuarta. Incluso sin llegar tan lejos como en los sectores en que se consagra la acción popular, hay un trámite, el de información pública (obligatorio en algunos procedimientos y facultativo en otros), en el que, como veremos después, puede participar cualquiera aunque no tenga afectado un derecho subjetivo ni un interés legítimo.

			Quinta. En principio se determina si se tiene o no legitimación en función de la situación inicial del procedimiento y a partir de ahí se mantiene hasta el final. Es lo mismo que se acepta con carácter general para los procesos judiciales (perpetuatio legitimationis). No obstante, igual que se aceptan algunas excepciones en los procesos judiciales, también caben en el procedimiento administrativo supuestos de falta de legitimación sobrevenida (p. ej., si quien tenía inicialmente legitimación por ser empleado de una Administración se jubila).

			
3. REPRESENTACIÓN


			Las personas físicas capaces pueden actuar en el procedimiento por sí mismas. Pero pueden, si lo prefieren, actuar por representante (art. 5 LPAC).

			Representante puede ser cualquier persona con capacidad (un familiar, un compañero…). No hay que ser gestor administrativo, procurador, abogado… Distinto es que si alguien realiza esa actividad profesionalmente haya de tener ciertas titulaciones, estar colegiado, cumplir unos deberes tributarios… so pena de incurrir en responsabilidad (incluso en el delito de intrusismo). Pero el hecho de no reunir esos deberes no invalida su actuación en un procedimiento administrativo concreto.

			Por las personas jurídicas han de actuar sus representantes legales, o sea, el titular del órgano (director, presidente, consejero-delegado, etc.) al que corresponda tal función. Para los casos de entes sin personalidad, suele haber reglas específicas sobre su representación (p. ej., se atribuye al presidente de las comunidades de propietarios) y en su defecto se acepta la que hayan pactado sus miembros o la de quien de hecho los administren o incluso la de cualquiera de ellos. Por los incapacitados, los menores (incluso aunque tengan capacidad para el caso y hubieran podido actuar por sí mismos) y los ausentes también pueden o deben actuar sus representantes legales que, a su vez, se pueden servir de representantes voluntarios.

			En los casos de representación, todas las actuaciones del procedimiento se entenderán con el representante (art. 5.1 LPAC); así, por ejemplo, a este habrá que dirigir las notificaciones.

			Establece el artículo 5.3 LPAC los casos en que es necesario acreditar la representación: cuando en nombre de otra persona se quiera formular solicitudes, presentar declaraciones responsables o comunicaciones, interponer recursos, desistir de acciones y renunciar a derechos. Para las demás actuaciones, las de «mero trámite, se presumirá aquella representación»; por tanto, si la Administración duda de ella, podrá exigir que se pruebe. Dice el artículo 5.4 LPAC que la acreditación se hará «mediante cualquier medio válido en Derecho que deje constancia fidedigna de su existencia». Y añade el segundo párrafo del mismo precepto que «a estos efectos, se entenderá acreditada la representación realizada mediante apoderamiento apud acta efectuado por comparecencia personal o comparecencia electrónica en la correspondiente sede electrónica».

			En realidad, hay que distinguir según se trate de la representación legal o de la voluntaria. Aquella habrá de ser acreditada mediante los documentos en que consta tal representación. La representación voluntaria puede probarse por documento público, como es el poder otorgado ante notario o ese al que se alude específicamente en el artículo 5.4, párrafo segundo, LPAC otorgado en la oficina administrativa que tramite el procedimiento. Pero no cabe excluir el documento privado, incluso sin firma notarialmente legitimada, como puede deducirse del artículo 5 LPAC.

			Un régimen peculiar está establecido en el artículo 7 LPAC. Se refiere al supuesto de que varias personas presenten y firmen (actuando, por tanto, cada una por sí) un escrito dirigido a la Administración. En ese mismo escrito pueden nombrar representante a uno de ellos, lo que la Administración debe aceptar y seguir las actuaciones con el designado. Hasta aquí solo hay una especialidad en la forma de otorgar y acreditar la representación. Pero el artículo establece también que, aunque no se haya hecho tal declaración, la Administración se entenderá solo con el que aparece en primer lugar al que se convierte, por tanto, en representante de los demás sin que haya ningún apoderamiento.

			Cuando, siendo obligado, no se acredite la representación, la Administración puede y debe conceder al interesado plazo de diez días para hacerlo (art. 5.6 LPAC). Si este lo hace, se seguirá el procedimiento con el representante; si no lo hace se entenderá que no hay representación y, entonces, según los casos, o se seguirá el procedimiento directamente con el interesado o se archivará.

			Todo este régimen está pensado para la acreditación de la representación en cada procedimiento debiendo reiterarla para cada uno de ellos. Pero la LPAC establece Registros electrónicos de apoderamientos (art. 6 LPAC), en los que se inscribirán los que se otorguen para toda actuación ante cualquier Administración u otros más restringidos de suerte que en los concretos procedimientos bastará incorporar documento electrónico que acredite la consulta de lo que consta en el Registro (art. 5.5 LPAC).

			Estos aspectos se han concretado en los artículos 32 a 36 del Reglamento de Actuación y Funcionamiento del Sector Público por Medios Electrónicos aprobado por RD 203/2021, de 30 de marzo.

			Cuestión distinta de la representación es la de si los interesados deben intervenir con abogado o algún otro profesional que dirija su defensa o les asesore. La respuesta es negativa: nunca es necesaria esa intervención (y en muchos casos sería absurda). Por eso, tampoco tienen derecho a que se les nombre abogado de oficio, salvo excepciones (p. ej., en materia de extranjería). Pero, aunque no necesaria, es posible [art. 53.1.g) LPAC]: tienen derecho a asistirse de asesores. De hecho, en ciertos procedimientos es frecuente que intervengan con abogados, asesores fiscales… Pero, de ordinario, aunque los escritos los hayan redactado esos profesionales, no constará formalmente y aparecerán como obra del propio interesado.

			
4. IDENTIFICACIÓN Y FIRMA


			Partiendo de que por lo general los administrados se relacionan con la Administración a través de medios electrónicos (art. 14 LPAC) y de que las Administraciones deben verificar la identidad de los sujetos que pretenden intervenir como interesados en los procedimientos, el artículo 9.2 LPAC establece los sistemas de identificación electrónica admitidos: fundamentalmente son los sistemas basados en certificados electrónicos reconocidos de firma electrónica o de sello electrónico expedidos por prestadores incluidos en la «lista de confianza de prestadores de servicios de certificación». Por otra parte, los escritos de los interesados han de ir firmados (art. 11.2). A tal efecto, se consideran válidos a efectos de firma distintos sistemas, sustancialmente los de firma o sello electrónico reconocidos por los prestadores incluidos en la «lista de confianza de prestadores de servicios de certificación» (art. 10.2). Además, el artículo 12.2 LPAC establece que si un interesado carece de los medios electrónicos necesarios su identificación y firma electrónica podrá ser realizada por un funcionario. Todo esto se ha desarrollado en el Reglamento de Actuación y Funcionamiento del Sector Público por Medios Electrónicos aprobado por RD 203/2021, de 30 de marzo, artículos 15 y 26 a 31.

			
VI. TÉRMINOS Y PLAZOS

			
1. LA OBLIGATORIEDAD DE LOS TÉRMINOS Y PLAZOS. CONSECUENCIAS DE SU INCUMPLIMIENTO


			Los términos y plazos previstos en las Leyes son preceptivos tanto para la Administración como para el interesado (art. 29 LPAC). Por tanto, la Administración, sometida a los principios de oficialidad y celeridad, debe cumplir los trámites y hacer avanzar el procedimiento en el tiempo previsto; y el interesado tiene que ejercitar sus derechos y cumplir con sus cargas formales en los plazos normativamente establecidos.

			Pero los efectos del incumplimiento de los plazos varían según quién sea su causante. Si es el interesado normalmente conlleva la imposibilidad de ejercitar el derecho o realizar el trámite sometido al plazo incumplido. Así, dice el artículo 73.3 LPAC que a los interesados «se les podrá declarar decaídos en su derecho al trámite correspondiente».

			Esto lo consagra la LPAC pero con un matiz que es necesario resaltar, y es que el artículo 73.3 in fine LPAC añade que «no obstante, se admitirá la actuación del interesado (fuera de plazo) y producirá sus efectos legales, si se produjera antes o dentro del día que se notifique la resolución en la que se tenga por transcurrido el plazo». Es decir, parece que este precepto exige que la Administración, cada vez que transcurra un plazo para el interesado, dicte un acto que declare esta circunstancia que debe, además, notificar al propio interesado incumplidor. Y, mientras eso no se haga, la actuación extemporánea del interesado sería plenamente válida. Esta exigencia comporta una carga burocrática notable y el alargamiento de los procedimientos.

			En caso de que sea la Administración la que incumpla un plazo la consecuencia es, por lo general, menor pues la actuación administrativa fuera de plazo solo provoca la anulabilidad del acto administrativo extemporáneo «cuando así lo imponga la naturaleza del término o plazo» (art. 48.3 LPAC). Pero aunque el retraso no comporte la invalidez del acto tardío puede que los funcionarios culpables del retraso incurran en responsabilidad disciplinaria, que podrá ser exigida por los interesados según establece el artículo 20 LPAC. Todo esto hay que ponerlo en relación con lo que después se explicará sobre la superación del plazo total del procedimiento y las consecuencias del silencio administrativo y la caducidad.

			
2. CÓMPUTO DE LOS PLAZOS


			A) Cómputo de plazos expresados en días, meses o años

			Cuando se prevén plazos en días, por regla general solo cuentan los hábiles. O sea, que cuando no se dice nada, no computan los inhábiles que son, según el artículo 30.2 LPAC, los sábados, los domingos y los festivos.

			Sí son hábiles, a diferencia de lo que sucede en los procesos judiciales, los días de agosto.

			Como los días festivos son parcialmente distintos en cada Comunidad y en cada municipio, se aclara que cuando un día fuese hábil donde residiera el interesado e inhábil en la sede del órgano administrativo, o a la inversa, se considerará inhábil de todo caso (art. 30.6 LPAC). Se puede conocer con antelación qué días son hábiles o inhábiles, pues la Administración estatal y las autonómicas deben fijar y publicar cada año el calendario oficial de días inhábiles a efectos del cómputo de plazos (art. 30.7 LPAC).

			Aunque la regla general es la del cómputo de los días hábiles, una norma con rango de ley o una norma europea puede prever plazos por días naturales (incluidos, por tanto, los sábados, domingos y festivos). En tal caso, se hará constar expresamente a los interesados en la notificación (art. 30.2, párrafo segundo, LPAC).

			Cuando se prevén plazos en meses o años deben computarse de fecha a fecha.

			Es decir, un plazo de un mes que comience el 6 de marzo termina el 5 de abril, no el 6 de abril, pues eso sería un plazo de un mes y un día; y si el plazo es de un año, acabará el 5 de marzo siguiente, no el 6 de marzo, pues eso sería un plazo de un año y un día.

			El artículo 30.1 LPAC alude también a los plazos por horas en cuyo caso se entiende que solo son las hábiles, esto es, «todas las horas del día que formen parte de un día hábil». Los plazos expresados por horas «se contarán de hora en hora y de minuto en minuto… y no podrán tener una duración superior a las veinticuatro horas, en cuyo caso se expresarán en días».

			B) Momento inicial y final

			Tanto se trate de plazos por días como por meses o años, el día inicial (el dies a quo) para los plazos de las actuaciones de los administrados es el siguiente a aquel en que se le notificó o se publicó el acto que confería el plazo (art. 30.3 y 4 LPAC).

			No cuenta, pues, el día de la notificación. Hay casos en los que no hay notificación sino silencio administrativo (vid. infra) y en ellos el cómputo comienza, como aclaran los mismos preceptos, el día siguiente al de producción del silencio.

			Como el día inicial es el siguiente a la notificación, los plazos de meses o años concluyen el mismo día en que se produjo la notificación, como ahora aclara el artículo 30.4, párrafo segundo, LPAC. Es así por la combinación de la regla sobre el día inicial con la regla sobre el cómputo de meses y años de fecha a fecha. Supongamos que se notifica un acto el 6 de abril y que concede plazo de un mes: el cómputo empieza al día siguiente, el 7 de abril; pero un plazo de un mes que empiece ese día expirará el 6 de mayo, como ejemplificamos antes. Así que, en efecto, acabará el mismo día de la notificación en el mes o año de vencimiento, por enrevesado y hasta paradójico que resulte; tanto que en muchos supuestos ha conducido a error y a consecuencias fatales.

			Si el plazo afecta a la Administración y depende de la presentación de un escrito por parte del interesado, se cuenta normalmente desde el momento en que aquel lo presentó en el registro administrativo correspondiente.

			Los plazos expresados en horas se contarán desde la hora y minuto en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate (art. 30.1, párrafo primero, LPAC).

			El momento final es el que resulta de computar los días, meses o años (u horas, en su caso) a partir del momento inicial. Salvo en el caso de los plazos por horas, ese momento final será todo un día (el dies ad quem), hasta que termine a las doce de la noche. Pero ello con estas matizaciones sobre el último día:

			— Si el último día del plazo fuera inhábil, este se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente. Esta regla la prevé el artículo 30.5 LPAC. Claro está que esto solo resulta aplicable en los supuestos de plazos expresados en «días naturales» o en «meses o años», puesto que si el plazo se fija en «días» a secas los días inhábiles quedan excluidos del cómputo.

			— En el caso de los plazos expresados en meses, «si en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira el último día del mes» (art. 30.4, párrafo segundo in fine, LPAC). Por ejemplo, si aplicando las reglas ya vistas resultase que el plazo acaba el 31 de abril, como ese día no existe, hay que entender que el plazo termina el día 30 de abril.

			
3. AMPLIACIÓN DE PLAZOS


			La Administración puede acordar, de oficio o a petición de interesado, la ampliación de cualquier plazo previsto a lo largo del procedimiento. La decisión de la Administración de ampliar el plazo individual de que se trate está subordinada al cumplimiento de los siguientes requisitos (art. 32 LPAC): que no exista un precepto en contrario que prohíba la ampliación; que la ampliación del plazo no exceda de la mitad del mismo; que las circunstancias lo aconsejen y que, con ello, no se perjudiquen derechos de terceros; que la decisión de ampliación se notifique a los interesados; y que la petición de ampliación y la decisión de adoptarla se produzcan antes del vencimiento del plazo de que se trate, lo que se traduce en la prohibición de ampliar plazos ya vencidos. La decisión de ampliar el plazo o su denegación no es susceptible de recurso.

			
4. TRAMITACIÓN DE URGENCIA


			La tramitación del procedimiento administrativo por la vía de urgencia, prevista en el artículo 33 LPAC, entraña que todos los plazos individuales establecidos para el procedimiento ordinario deben reducirse a la mitad, salvo los relativos a la presentación de solicitudes y recursos que son irreducibles. La tramitación de urgencia la puede decidir la Administración siempre que «razones de interés público lo aconsejen», tanto motu proprio como a solicitud del interesado. Contra el acto administrativo que declare la tramitación de urgencia, dice el artículo 33.2 LPAC, no cabrá recurso. La tramitación de urgencia del procedimiento ordinario es algo distinto de la tramitación del procedimiento de forma simplificada que regula el artículo 96 LPAC y que estudiaremos después.

			
VII. PRESENTACIÓN DE ESCRITOS

			Como ya nos consta, en el procedimiento hay actos de la Administración y actos de los interesados, ambos escritos. Los de la Administración han de ponerse en conocimiento de los interesados a través de notificaciones. Como la notificación es requisito de eficacia de los actos administrativos, la LPAC la regula en el capítulo que dedica a la eficacia de los actos (arts. 40 y ss.). Siguiendo esa misma sistemática, la estudiaremos en la lección 4. Los actos de los interesados (sus solicitudes, recursos, respuesta a requerimientos administrativos, declaraciones responsables, etc.) han de ponerse en conocimiento de la Administración y ello se hace mediante su presentación en determinados lugares y en cierta forma. Además, puede que esos escritos tengan que adjuntar diversos documentos y que incluso deban hacer algún pago (p. ej., de las tasas del procedimiento en cuestión). Esto es lo que nos ocupará ahora.

			Según el artículo 16.4 LPAC los interesados podrán presentar sus escritos dirigidos a órganos administrativos:

			a) En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se dirijan, así como en los restantes registros electrónicos de cualesquiera Administraciones y entes del sector público institucional.

			Cada Administración dispone de un Registro Electrónico General, aunque los organismos públicos vinculados o dependientes de cada Administración pueden disponer de su propio registro electrónico. En los registros constará la naturaleza, fecha y hora de la presentación de escritos, del interesado, del órgano al que se envía y de su contenido. Además, emitirán un recibo que consistirá en una copia del documento con la fecha, hora, número de entrada y documentos adjuntos. Estas previsiones legales se han desarrollado en los artículos 37 y siguientes del Reglamento de Actuación y Funcionamiento del Sector Público por Medios Electrónicos (RD 203/2021, de 30 de marzo). Téngase en cuenta que muchas personas están obligadas a relacionarse con la Administración por medios electrónicos (art. 14 LPAC) de modo que habrán de presentar sus escritos necesariamente por este medio.

			b) En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se establezca.

			El artículo 14 de la Ley 43/2010, del Servicio Postal Universal dispone: «Los usuarios tendrán derecho a presentar solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidas a las Administraciones Públicas, en los términos y a los efectos previstos en el artículo [16.4.b) LPAC] únicamente a través de las oficinas del operador designado para la prestación del servicio postal universal, que deberá recibirlos y dirigirlos al destinatario con carácter preferente y acreditar, a solicitud del interesado, tanto su presentación en las citadas oficinas como su entrega en destino, con expresa mención de la fecha y hora en que se produzcan ambos eventos. Esta presentación surtirá los mismos efectos que en el registro del órgano administrativo al que se dirijan». Ese operador es hoy por hoy la «Sociedad Estatal Correos y Telégrafos, Sociedad Anónima». Esto se completa en el artículo 31 del Reglamento de Servicios Postales de 1999: «Las solicitudes, escritos y comunicaciones que los ciudadanos o entidades dirijan a los órganos de las Administraciones Públicas, a través del operador al que se le ha encomendado la prestación del servicio postal universal, se presentarán en sobre abierto, con objeto de que en la cabecera de la primera hoja del documento que se quiera enviar, se hagan constar, con claridad, el nombre de la oficina y la fecha, el lugar, la hora y minuto de su admisión. Estas circunstancias deberán figurar en el resguardo justificativo de su admisión. El remitente también podrá exigir que se hagan constar las circunstancias del envío, previa comparación de su identidad con el original, en la primera página de la copia, fotocopia u otro tipo de reproducción del documento principal que se quiera enviar, que deberá aportarse como forma de recibo que acredite la presentación de aquel ante el órgano administrativo competente. Practicadas las diligencias indicadas, el propio remitente cerrará el sobre, y el empleado formalizará y entregará el resguardo de admisión…».

			c) En las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el extranjero.

			d) En las oficinas de asistencia en materia de registros.

			Estas oficinas de asistencia en materia de registros son físicas. En ellas pueden los interesados presentar sus solicitudes en papel pero la misma oficina deberá digitalizarlas para remitirlas al órgano correspondiente y su incorporación al expediente electrónico, devolviéndose los originales al interesado.

			Completa lo anterior el artículo 66.3 LPAC que permite a los interesados exigir recibo de las solicitudes, comunicaciones y escritos que presenten electrónicamente o en las oficinas de asistencia en materia de registros de la Administración.

			e) En cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes.

			Por ejemplo, una sucursal bancaria para presentar la declaración de la renta. El artículo 14.3 de la Ley del Servicio Postal Universal dice que cabe «presentar solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidas a las Administraciones Públicas a través de operadores postales distintos al operador designado para prestar el servicio postal universal en los términos que establece el artículo 38.4.e) de la Ley 30/1992», hoy artículo 16.4.e) LPAC.

			En ocasiones, al presentar escritos a la Administración el interesado debe (y en todo caso puede) adjuntar documentos. A este respecto el artículo 28 LPAC, aunque reduce drásticamente la exigencia de aportación de documentos, establece para los excepcionales casos en que se exija la presentación de un documento original que si esté está en papel «el interesado deberá obtener una copia auténtica (…) con carácter previo a su presentación electrónica». Para ello, el interesado deberá pedir tal copia conforme a lo previsto en el artículo 27.4 LPAC. Solo si la Administración duda de la veracidad de la copia puede requerir la exhibición del documento o de la información original (art. 28.5).

			Para los casos en el interesado deba hacer pagos al presentar sus escritos, el artículo 16.6 LPAC dispone que podrán hacerse efectivos mediante transferencia dirigida la oficina pública correspondiente sin perjuicio de la posibilidad de abono por otros medios.

			
VIII. LAS FASES DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. INICIACIÓN

			El procedimiento administrativo tiene tres fases: iniciación, instrucción y finalización. Nos ocuparemos ahora de la iniciación y de las otras dos fases en los epígrafes siguientes.

			El procedimiento administrativo puede incoarse de dos formas, según establece el artículo 54 LPAC: de oficio, esto es, por decisión de la propia Administración, o por solicitud de persona interesada. Hay procedimientos que solo pueden iniciarse de oficio (p. ej., el procedimiento sancionador). Hay otros que solo tiene sentido incoar por petición de un interesado (p. ej., un procedimiento para otorgar una licencia de obras). Y, también, existen procedimientos que pueden iniciarse de las dos formas (p. ej., el procedimiento de responsabilidad patrimonial).

			La diferencia esencial entre estos dos tipos de procedimientos no es que exista o no una solicitud del interesado porque puede haber procedimientos iniciados de oficio en los que también haya solicitud de antes o después del inicio (STS 710/2019, de 28 de mayo). Por ejemplo, en un procedimiento sancionador puede haberse presentado antes de la iniciación una solicitud de un interesado pidiendo que se sancione al presunto infractor, pero tal petición no inicia el procedimiento; y en un procedimiento para otorgar subvenciones (que se inicia de oficio por la convocatoria) los interesados presentarán después solicitudes para obtenerlas, pero esas peticiones no iniciarán el procedimiento que ya ha comenzado antes. La diferencia está en que los procedimientos iniciados de oficio comienzan formalmente por un acto administrativo que así lo decide, mientras que los iniciados a solicitud del interesado empiezan con la presentación de tal solicitud.

			
1. LA INCOACIÓN DE OFICIO


			De conformidad con el artículo 58 LPAC, el procedimiento se inicia de oficio por decisión del órgano que tenga competencia para ello, ya sea por su propia iniciativa (art. 59) o como consecuencia de una orden del superior jerárquico (art. 60), de una petición razonada de otro órgano administrativo (art. 61) o por denuncia (art. 62).

			Por tanto, ninguno de esos actos que incitan al órgano competente para que incoe el procedimiento ni, en especial, las denuncias de particulares o de funcionarios —policías, inspectores, agentes de la autoridad— inicia de por sí el procedimiento: es necesario un acto del órgano competente decidiendo iniciarlo. Esta regla general cede en algunos casos excepcionales. Así, los boletines de denuncia que extienden los agentes encargados de la vigilancia del tráfico sí inician por sí mismos el procedimiento para sancionar dichas infracciones.

			
2. LAS ACTUACIONES PREVIAS


			Antes de iniciar formalmente el procedimiento, la Administración cuenta con la posibilidad de abrir un período de información previa o reservada con la finalidad de indagar y conocer mejor las circunstancias del caso concreto y, con ello, la conveniencia o no de iniciar el procedimiento (art. 55 LPAC).

			La regla general es que en estas actuaciones no rigen las garantías propias del procedimiento, que aún no ha comenzado en sentido estricto ni debe considerarse a ningún sujeto como interesado en ellas, con las facultades que ello entraña. No obstante, en la medida en que en estas actuaciones previas se anticipen algunas garantías propias del interesado en el procedimiento —información sobre su realización, posibilidad de alegar, de estar presente a lo largo de las mismas, de participar en su desarrollo— será más fácil sostener que lo averiguado en ellas puede ser utilizado por la Administración para fundamentar la decisión que tome en el procedimiento administrativo posterior.

			
3. LA INICIACIÓN POR SOLICITUD DE INTERESADO. REQUISITOS, SUBSANACIÓN Y MEJORA DE SOLICITUDES


			— Requisitos. El artículo 66.1 LPAC regula el contenido mínimo que debe incluir la solicitud o instancia de iniciación:

			• Nombre y apellidos del interesado y, en su caso, de la persona que lo represente.

			• Identificación del medio electrónico, o en su defecto, lugar físico en que desea que se practique la notificación.

			• Hechos, razones (fundamentos de Derecho) y petición en que se concrete, con toda claridad, la solicitud.

			• Lugar y fecha.

			• Firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad expresada por cualquier medio (se refiere a la firma electrónica autentificada).

			• Órgano, centro o unidad administrativa a la que se dirige y su correspondiente código de identificación.

			A estos requisitos generales de toda solicitud, las normas que regulan procedimientos específicos añaden otros que imponen aportar ciertos datos o acompañar determinados documentos.

			— Modelos normalizados de solicitudes. Cuando se trate de un asunto para el que se prevea la presentación de numerosas solicitudes que conlleven la resolución de muchos procedimientos sobre lo mismo —por ejemplo, solicitud de becas de estudio, petición de licencias de caza, matriculación en Universidades Públicas—, el artículo 66.4 LPAC atribuye a la Administración el deber de establecer modelos y sistemas normalizados de solicitudes que estarán a disposición de los ciudadanos en las dependencias administrativas. El artículo 66.6 LPAC ha previsto ex novo que «cuando la Administración en un procedimiento concreto establezca expresamente modelos específicos de presentación de solicitudes, estos serán de uso obligatorio por los interesados», lo cual parece que no concilia bien con el principio antiformalista que, según se explicó, inspira el procedimiento.

			— Subsanación de la solicitud de iniciación. El artículo 68.1 LPAC establece el deber de la Administración de requerir al interesado para que subsane las solicitudes que sean defectuosas o incompletas según lo dispuesto en el artículo 66.1 LPAC. Es decir, en el caso de que la instancia presentada no reúna los requisitos mínimos que señala ese precepto —y los demás que, en su caso, exija la legislación específica aplicable—, hay que darle al interesado un plazo de diez días para subsanarla o completarla, advirtiéndole, además, que si no lo hiciera se entenderá que ha desistido de su petición.

			Pero esto rige solo para los casos en los que la solicitud no reúna los requisitos mínimos (es decir, cuando no incluya los datos necesarios o no acompañe los documentos imprescindibles), y no cuando se trata de datos o de documentos que el solicitante voluntariamente podría haber presentado en su favor (p. ej., no presenta un documento con el que probar el daño que le causó la Administración o un mérito que alega en un concurso oposición). A este respecto son de aplicación otras reglas: en unos casos quizás pueda presentarlos después espontáneamente [recuérdense los arts. 53.1.e) y 76.1 LPAC] o en trámite de prueba; en otros ya no cabrá presentarlos (es lo que a veces se entiende para acreditar méritos en pruebas de acceso a la función pública).

			— Mejora de la solicitud de iniciación. También es posible, según prevé el artículo 68.3 LPAC, que la Administración inste al interesado a que mejore su solicitud de iniciación, aunque esta sea completa y no tenga defecto alguno. Esto, que es muy poco frecuente en la práctica, lo configura el legislador como una facultad, tanto de la Administración de pedirlo como del interesado de hacerlo, a diferencia de lo previsto para la subsanación de solicitudes.

			
4. LAS MEDIDAS PROVISIONALES


			La tramitación de todo procedimiento lleva un tiempo; entretanto no hay decisión y ello puede suponer un perjuicio para el interés que esté en juego. Para paliar esa situación se prevé la posibilidad de adoptar medidas provisionales (o cautelares) en el procedimiento administrativo (igual que hay posibilidad similar mientras se tramitan los recursos administrativos, las revisiones de oficio, los recursos contencioso-administrativos y, en realidad, todo tipo de procesos). Las medidas provisionales en el procedimiento administrativo se regulan en el artículo 56 LPAC. Además, muchas leyes reguladoras de procedimientos específicos tienen reglas más concretas sobre estas medidas.

			— Momento de adopción: medidas provisionales y provisionalísimas. En realidad, su inclusión en la fase de iniciación, como hace la LPAC y como estamos haciendo aquí, es inexacta. Es cierto que de ordinario se adoptan en el mismo acto de iniciación o inmediatamente después. Pero también se pueden acordar a lo largo de toda la instrucción o incluso en la resolución final si todavía no es ejecutiva. Y, en sentido contrario, cabe adoptarlas antes de la iniciación: el artículo 56.2 LPAC lo admite en casos de urgencia inaplazable. Estas medidas, denominadas «provisionalísimas», tienen que ser confirmadas en el posterior acto de incoación del procedimiento que debe dictarse en un plazo máximo de quince días. En otro caso, esto es, si no se dicta el acto de incoación en ese plazo o no contiene un pronunciamiento expreso sobre ellas, pierden automáticamente su eficacia.

			— Finalidad. Su finalidad, dice el artículo 56.1 LPAC, es «asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer», lo que parece que hay que identificar con asegurar que, cuando llegue el momento, se podrá ejecutar esa resolución final. No obstante, a esta finalidad se han ido añadiendo otras, tales como garantizar la buena marcha del procedimiento (así, aseguramiento de pruebas que puedan perderse) o, sobre todo, atender interinamente a las necesidades del interés general que esté en juego.

			Así, ante un procedimiento que se siga para privar a alguien del permiso de conducir o del de armas por haber perdido las condiciones psicofísicas necesarias, no habrá ningún riesgo para que la resolución final se pueda ejecutar cuando se dicte. Y, sin embargo, puede ser pertinente la medida provisional de prohibir al interesado la conducción o el uso de armas mientras se tramita el procedimiento para que durante ese tiempo no ponga en peligro la seguridad de las personas. De hecho, esta otra finalidad es la más frecuente. E, incluso, se apunta a ella en el artículo 56.2 cuando se dice «para la protección provisional de los intereses implicados».

			— Contenido. El artículo 56.3 LPAC enumera las medidas provisionales posibles que podrán acordarse «en los términos previstos en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil»: suspensión temporal de actividades, prestación de fianzas, retirada o intervención de bienes productivos, embargo preventivo; etc. Pero termina con cláusula abierta: «aquellas otras medidas… que se estimen necesarias para asegurar la efectividad de la resolución». Así que no hay una enumeración cerrada ni un numerus clausus.

			La LPAC exige que sean adoptadas de acuerdo con los principios de proporcionalidad, efectividad y menor onerosidad (art. 56.1 in fine). Además, impone dos límites negativos a su contenido: no pueden causar un perjuicio al interesado que sea de imposible o difícil reparación ni pueden suponer la violación de derechos amparados por la ley (art. 56.4); límites, sin embargo, imprecisos en su significado y alcance.

			Basta ver la lista ejemplificativa de la LPAC para comprobar que las medidas provisionales pueden ser de difícil reparación y muy limitativas de los derechos amparados por las leyes. Y el ejemplo máximo quizá sea el de la reclusión en los Centros de Internamiento de Extranjeros que, aunque con intervención judicial, se puede acordar como medida provisional en los procedimientos administrativos de expulsión, de devolución o de regreso por denegación de entrada.

			Respecto del límite derivado de los principios de proporcionalidad, efectividad y menor onerosidad (art. 56.1 in fine), conlleva que la medida provisional que se tome habrá de ser congruente con la finalidad específica que se persiga en cada caso y ser la menos perjudicial de entre las que consigan ese fin. Asimismo, parece razonable entender que la medida provisional no debe ser más gravosa que la resolución que pudiera llegar a recaer. Aun así, queda un cierto margen de discrecionalidad a la Administración a la hora de adoptar las medidas.

			— Aspectos formales. La adopción de medidas provisionales ha de ser motivada como exige el artículo 56.1 LPAC. Por lo general, debe adoptarlas el competente para resolver (art. 56.1 LPAC), pero esta regla tiene muchas excepciones. Pueden adoptarse de oficio o a instancia de interesado. La cuestión dudosa es si se pueden adoptar sin ni siquiera dar audiencia previa al interesado.

			La LPAC solo dice que se pueden tomar cuando «existieren elementos de juicio suficiente para ello». Parece que cuando la medida se adopte exclusivamente con base en el artículo 56 LPAC u otro precepto legal que no consagre explícita o implícitamente la audiencia al interesado, puede partirse de la innecesariedad de tal trámite. Esta es la solución tradicional de la jurisprudencia pero con algunas excepciones. No obstante, aunque no exista el deber de hacerlo, parece lo más conveniente siempre que sea posible; no, desde luego, cuando sea urgente. Hay, no obstante, algunas normas sectoriales que prevén expresamente la previa y necesaria audiencia al interesado.

			— Duración. Con toda lógica, dice el artículo 56.5, párrafo segundo, LPAC que las medidas provisionales «se extinguirán cuando surta efectos la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento correspondiente». Pero además pueden cesar en su eficacia incluso antes o sin que haya tal resolución si el procedimiento termina de otra forma o si caduca o si supera el plazo máximo que con acierto señalan algunas leyes. Por otra parte, pueden alzarse o modificarse durante la tramitación del procedimiento en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser consideradas antes (art. 56.5 LPAC).

			La adopción de medidas provisionales es un acto de trámite recurrible. Se incluye en la categoría de los «actos de trámites cualificados» (art. 112.1 LPAC), a la que nos referiremos en lecciones posteriores, y, por ello, es autónomamente impugnable. Además, para las medidas provisionalísimas se establece expresamente la posibilidad de recurso (art. 56.2, párrafo primero in fine).

			
IX. INSTRUCCIÓN

			
1. ALEGACIONES


			El artículo 76.1 LPAC atribuye al interesado el derecho a formular alegaciones y a presentar documentos en cualquier momento del procedimiento hasta el trámite de audiencia.

			Con ello, como ya se explicó antes, el legislador ha consagrado el principio de acceso permanente en el procedimiento administrativo frente a la aplicación del principio de preclusión que rige los procesos judiciales.

			Junto a esas alegaciones, el artículo 76.2 LPAC se ocupa de unas más específicas alegaciones a las que se puede llamar, como se las llamaba antes, «reclamaciones en queja», en las que el interesado expresa protesta por los defectos —sobre todo, retrasos— de tramitación.

			
2. PRUEBA


			La LPAC solo le dedica al trámite de prueba el artículo 77 —sobre los «medios y período de prueba»— y el artículo 78 —que se ocupa de la «práctica de prueba»—. Algunos de los problemas importantes que plantea la prueba en el procedimiento administrativo son los siguientes:

			— Objeto. Hay que probar en cada procedimiento administrativo, tal y como establece el artículo 77.1, los hechos que sean relevantes para su decisión.

			No obstante, alguna vez hay que acreditar la costumbre o el Derecho extranjero. Y, en sentido contrario, algunos hechos, aunque sean relevantes para la decisión, estarán exentos de prueba. Así, los hechos notorios, los no controvertidos —es decir, los admitidos por todas las partes del procedimiento— o los que hayan sido declarados probados por una sentencia firme que sea vinculante en un procedimiento concreto (p. ej., los que una sentencia penal firme declare probados obligan a la Administración a tenerlos por ciertos en el procedimiento sancionador que, por los mismos, se sustancie después).

			— Medios de prueba y valoración. Vale cualquiera que sea «admisible en Derecho» (art. 77.1). Entre otros, el interrogatorio a las partes, el testimonio, la prueba pericial —ya intervengan peritos de la propia Administración (p. ej., un arquitecto municipal) o peritos de los particulares—, la prueba documental —tanto pública (documentos judiciales, notariales o administrativos) como privada—, la prueba mediante soportes físicos de la imagen o el sonido o mediante soportes informáticos y la inspección ocular.

			También es válida la prueba indiciaria o de presunciones que consiste en que a partir de un hecho probado e indubitado (por cualquier medio de prueba válido en Derecho), que es el indicio, se llega a la certeza de la existencia de otro, que es el hecho presunto, porque entre ambos existe un enlace directo y preciso conforme a las reglas de la razón.

			En principio, parece que solo una ley puede limitar los medios de prueba. Así, la STS de 5 de junio de 2007 (Ar. 6337) anuló un precepto reglamentario porque para determinado procedimiento solo admitía la prueba documental. No obstante, hay hechos que parece que solo se pueden probar por determinados medios. Por ejemplo, el estado civil, el nacimiento… han de probarse con certificados del Registro Civil, no de otra forma; también parece aceptarse que el exceso de velocidad o de alcohol ha de probarse por determinados instrumentos normalizados; etc.

			En cuanto a su valoración, el artículo 77.1 LPAC dice que «se realizará de acuerdo con los criterios establecidos en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil».

			— Iniciativa e inadmisión. Las pruebas que deban practicarse en el procedimiento administrativo puede acordarlas la Administración de oficio o a solicitud del interesado. El instructor del procedimiento solo podrá rechazar las pruebas que el interesado proponga en tiempo y forma cuando sean improcedentes o innecesarias y ello de forma manifiesta (art. 77.3). Una prueba será pertinente si su objetivo es acreditar un hecho relevante para la resolución y útil o necesaria si sirve, además, para ello. La jurisprudencia viene declarando que es preferible incurrir en un exceso en la admisión de las pruebas propuestas por el interesado que en su indebida denegación. Además, la inadmisión de las pruebas solicitadas ha de ser motivada.

			— Práctica de la prueba. La LPAC le dedica a este tema un solo precepto, lo cual asombra si se compara con las decenas de artículos que se ocupan de esto en la legislación procesal. El artículo 78 LPAC establece el deber del instructor de notificar al interesado el lugar, la fecha y la hora en que se va a proceder a la práctica de las pruebas, advirtiéndole, además, de que puede nombrar a un perito que le asista en su realización. Implícitamente, este precepto garantiza el derecho del interesado a presenciar la práctica de las pruebas y a intervenir activamente en su desarrollo. Con ello, trata de preservar el principio contradictorio en su realización.

			Pero el artículo 78 no dice nada más. Es dudoso en qué medida cabe aplicar supletoriamente la legislación procesal civil o incluso la penal cuando se trate de procedimientos sancionadores.

			— Momento. El artículo 77.2 LPAC prevé la apertura formal de un período de prueba, por un plazo de entre diez y treinta días, a fin de que puedan practicarse en él todas las que se consideren pertinentes. Pero recuérdese que el interesado puede aportar documentos en cualquier momento del procedimiento (art. 76.1 LPAC).

			— Carga de la prueba. La LPAC no contiene reglas que repartan la carga de la prueba. Este vacío ha propiciado que la doctrina y la jurisprudencia consideren aplicables las reglas de la carga de la prueba del proceso civil contenidas en la LEC. Básicamente, hacen probar cada hecho a la parte que lo alegue en su beneficio y no a quien lo niega. Lo dicho vale para el procedimiento administrativo con carácter general. Sin embargo, para el procedimiento sancionador, en el que resulta aplicable la presunción de inocencia, es la Administración que sostiene la acusación la que ha de probar los hechos constitutivos de la infracción.

			
3. INFORMES ADMINISTRATIVOS


			— Concepto. Los informes administrativos son declaraciones de juicio que emiten los órganos administrativos distintos del competente para decidir, con el fin de ilustrar o fundamentar la decisión que debe tomarse en el procedimiento. Se trata, por tanto, de actos que emite la Administración y no de dictámenes de particulares.

			En ocasiones, lo que se califica como «informe administrativo» es, en realidad, un acto de diferente naturaleza; por ejemplo, una prueba pericial pública —de un perito de la Administración— o un supuesto de competencia compartida sobre una materia por dos Administraciones distintas. A esto último es a lo que parece referirse el artículo 80.4 LPAC cuando alude a los informes que deban emitir Administraciones distintas de la competente para resolver el procedimiento con el propósito de «expresar el punto de vista correspondiente a sus competencias respectivas».

			— Clases. «Salvo disposición expresa en contrario, los informes serán facultativos y no vinculantes» (art. 80.1 LPAC). Por tanto, las clases son:

			• Preceptivos o facultativos, según sea obligatorio pedirlos o entrañe una mera posibilidad.

			La posibilidad de pedir informes facultativos debe usarse con moderación (recuérdense los principios de simplificación, celeridad y economía) y «fundamentando… la conveniencia de reclamarlos». La omisión de informes preceptivos solo puede constituir excepcionalmente un vicio de nulidad si se considera un trámite tan esencial que su omisión pueda asimilarse a la falta total y absoluta del procedimiento legalmente establecido. Sería de anulabilidad solo si la omisión del trámite causa indefensión, lo que rara vez sucederá. Por eso se considera con frecuencia irregularidad no invalidante (SSTS de 5 de noviembre de 1998, Ar. 8124; 7 de febrero y 13 de noviembre de 2000, Ar. 10360 y 10488).

			• Vinculantes o no vinculantes, según condicionen o no el sentido de la resolución final.

			Por lo general, los informes vinculantes solo lo son parcialmente, en cuanto a alguno de los aspectos de la resolución o en cuanto a uno de los sentidos de la futura decisión. Por ejemplo, el informe vinculante de la autoridad competente en materia de aguas para quien deba otorgar una autorización de industria obligará a seguir su criterio en lo que se refiere a ese aspecto del agua pero no en todos los demás por lo que, incluso con informe favorable, podrá denegar la autorización por otras razones. Y es que si un informe fuese vinculante en todos los aspectos se estaría transfiriendo la competencia para decidir a quién en principio solo corresponde informar.

			Aunque, claro está, el órgano que resuelva puede apartarse de los informes no vinculantes, debe motivar las razones por las que lo hace [art. 35.1.c) LPAC].

			— Plazo de evacuación y consecuencias de su incumplimiento. Los informes deben ser emitidos en el plazo de diez días salvo que se establezca otro mayor o menor (art. 80.2 LPAC). Por lo general, superado ese plazo, se podrá proseguir el procedimiento sin el informe y resolverlo (art. 80.3 LPAC).

			Incluso el legislador ha previsto, con dudoso acierto, que el informe tardío puede no ser tenido en cuenta al adoptar la resolución (art. 80.4, párrafo segundo, LPAC). Aun así, se admite la posibilidad de quedar a la espera de que llegue el informe y suspender el plazo máximo para resolver el procedimiento en algunos casos. De hecho, la LPAC lo permite cuando se trate de informes de carácter preceptivo, según prevé el artículo 80.3 in fine.

			— Impugnación. La regla general es que, como meros actos de trámite que son, los informes administrativos no pueden recurrirse de forma autónoma, sino que se podrán combatir al recurrir la resolución que ponga fin al procedimiento de que se trate (art. 112.1, párrafo segundo, LPAC). No obstante, alguna ley sectorial admite expresamente la recurribilidad autónoma de ciertos informes vinculantes emitidos por Administraciones distintas de la que resuelve. Acaso esto se pueda mantener incluso cuando no esté expresamente establecido por ley en tanto que tales informes puedan ser considerados «actos de trámite cualificados», categoría que analizaremos en la lección 2.

			
4. AUDIENCIA A LOS INTERESADOS


			La audiencia es un trámite esencial en la instrucción del procedimiento; tanto es así que la CE la asegura directamente en el artículo 105.c): «La ley regulará: [...] el procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, cuando proceda, la audiencia del interesado». Recuérdese además que el derecho a una buena administración incluye el «derecho de toda persona a ser oída antes de que se tome en contra suya una medida individual que le afecte desfavorablemente» [art. 41.2.a) de la Carta de Derechos Fundamentales de la UE]. Se trata de un trámite básicamente escrito que atribuye al interesado la posibilidad de examinar por sí mismo el expediente, presentar su último escrito de alegaciones y aportar documentos (art. 82 LPAC).

			La audiencia tiene que realizarse al final del procedimiento, esto es, una vez terminada la instrucción y, por regla general, antes de que se redacte la propuesta de resolución. En ese momento, el expediente se pondrá de manifiesto al interesado (vista del expediente) para que pueda alegar y presentar los documentos que estime pertinentes (audiencia en sentido estricto).

			Por regla general, la audiencia es un trámite preceptivo que hay que garantizar en todos los procedimientos administrativos con la finalidad de salvaguardar el principio contradictorio.

			Es especialmente relevante dar audiencia al interesado, como apunta el citado artículo 41 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión, cuando se trate de tomar «en contra suya una medida individual que le afecte desfavorablemente». Ahora bien, en algún caso puede prescindirse de este trámite, básicamente cuando su realización no aporte ninguna garantía adicional al interesado. El artículo 82.4 LPAC dice que «se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en el procedimiento ni sean tenidos en cuenta en la resolución otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por el interesado».

			La regla general es que la falta de audiencia constituye vicio de anulabilidad de la resolución final siempre que haya causado indefensión material o efectiva al interesado (art. 48.2 LPAC). Pero esto tiene excepciones como veremos en las lecciones 3 y 8.

			
5. INFORMACIÓN PÚBLICA


			El trámite de información pública consiste en la exposición al público en general —no ya a los que sean interesados en ese procedimiento concreto— del contenido de un expediente administrativo con el fin de que pueda ser consultado y de que cualquier persona exprese su parecer sobre el objeto del mismo formulando las alegaciones que estime convenientes (art. 83.2 LPAC). Es un trámite facultativo, según prevé el artículo 83.1 LPAC, que algunas leyes sectoriales consagran como preceptivo para ciertos procedimientos administrativos concretos. Así, por ejemplo, en el procedimiento para aprobar planes urbanísticos, para conceder licencias ambientales, etc. La información pública debe anunciarse en el Boletín Oficial que corresponda —del Estado, de la Comunidad Autónoma o de la provincia— según sea la Administración convocante con el fin de garantizar la publicidad y efectividad de su realización (art. 83.2 LPAC).

			Como está abierto a cualquier persona física o jurídica con independencia de que tenga o no un derecho subjetivo o un interés legítimo afectado en el procedimiento de que se trate, sirve de cauce a la participación ciudadana. Ahora bien, el hecho de que un ciudadano se persone en el trámite de información pública y efectúe alegaciones no le atribuye la condición de interesado en el procedimiento ni tampoco el interesado pierde su condición por no comparecer en el mismo. Así lo establece la LPAC cuando afirma que, en tal caso, el interesado sigue conservando su derecho a recurrir la resolución final del procedimiento (art. 83.3 LPAC).

			La Administración debe dar respuesta razonada a todas las alegaciones realizadas en este trámite. Eso sí, esa respuesta podrá ser común para las alegaciones que sean sustancialmente iguales (art. 83.3, párrafo segundo in fine, LPAC).

			
6. PROPUESTA DE RESOLUCIÓN


			Dice el artículo 88.7 LPAC que «cuando la competencia para instruir y resolver un procedimiento no recaiga en un mismo órgano, será necesario que el instructor eleve al órgano competente para resolver propuesta de resolución».

			Por lo general se trata de un acto meramente interno de relación entre el instructor y el competente para resolver en el que aquel, que conoce mejor el asunto, expresa a este lo que en su opinión procede resolver: tiene el contenido de una resolución aunque no su valor. No se notifica al interesado ni vincula ni reduce de ninguna forma las posibilidades de decisión del competente para resolver. Pero esto cambia en el procedimiento administrativo sancionador en el que la propuesta de resolución tiene mayor importancia, como veremos en la lección 8.

			
X. TERMINACIÓN

			El artículo 84 LPAC enumera las formas de terminación del procedimiento administrativo: la resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho en que se funde la solicitud, la declaración de caducidad y la imposibilidad material de continuarlo por causa sobrevenida (p. ej., muerte de quien pedía permiso de armas, destrucción de la cosa que se quería declarar bien de interés cultural, etc.).

			Pero este artículo 84 LPAC parece asistemático e incompleto. Asistemático al contraponer la resolución a las otras formas de terminación cuando, por el contrario, cabe decir que ante esas otras formas de terminación también hay que dictar resolución. De hecho, es lo que ordena el artículo 21 LPAC: siempre debe dictarse resolución expresa y en los casos de «prescripción, renuncia del derecho, caducidad del procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como de desaparición sobrevenida del objeto del procedimiento, la resolución consistirá en la declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con indicación de los hechos producidos y las normas aplicables». Así que hay que entender que cuando el artículo 84 LPAC opone la resolución a otras formas de terminación del procedimiento, en realidad, está refiriéndose a las resoluciones sobre el fondo del asunto, a resoluciones, digamos, en sentido estricto. También podría considerarse incompleto por no aludir ni a la terminación convencional ni al silencio administrativo. Después veremos si realmente se trata de otras formas de terminación.

			Lo normal es que tras la instrucción (incluida la propuesta de resolución del instructor) el competente para decidir se limite a dictar la resolución. Pero, si le parece que no tiene todos los datos necesarios para resolver o que son necesarios más trámites, puede acordar las «actuaciones complementarias» a que se refiere el artículo 87 LPAC con intervención del interesado y una duración máxima de quince días.

			
1. LA RESOLUCIÓN


			La forma normal de terminación del procedimiento administrativo es la resolución en sentido estricto, es decir, la decisión sobre el fondo del asunto que se esté debatiendo. El artículo 88 LPAC se refiere a ella. Ante todo, «las resoluciones contendrán la decisión», o sea, lo que se resuelve (algo así como el fallo de las sentencias). Además, en muchos casos han de contener la motivación de la decisión (la motivación se verá en la lección 2).

			Añade el artículo 88.3 que las resoluciones «expresarán, además, los recursos que contra la misma procedan, órgano administrativo o judicial ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos». Pero la ley parece estar confundiendo lo que debe ser contenido de la resolución con lo que debe aparecer, más bien, en su notificación. De hecho, con más lógica, esto mismo lo señala el artículo 40.2 LPAC como indicación necesaria de las notificaciones y como tal lo analizaremos en la lección 4.

			Por lo que concierne al contenido y sentido de la decisión misma, hay en el artículo 88 dos reglas claramente específicas de los procedimientos iniciados a solicitud del interesado:

			— En ningún caso la resolución podrá agravar la situación inicial del solicitante, dice el artículo 88.2.

			Es una aplicación de la regla general de prohibición de la reformatio in peius, que también rige para los recursos. Con esta prohibición se evita que se disuada a los particulares de presentar solicitudes ante el riego de salir malparados. Pero ello es «sin perjuicio —sigue diciendo ese art. 88.2— de la potestad de la Administración de incoar de oficio un nuevo procedimiento, si procede», en el que sí podrá agravar la situación del solicitante. Así, si se solicita la prórroga de una concesión, la Administración podrá concederla o denegarla pero no resolver ese procedimiento declarando, por ejemplo, la terminación anticipada de la concesión o el deber de pagar un canon superior. Si acaso, tras dictar resolución simplemente denegatoria de la prórroga, podrá iniciar de oficio un procedimiento para declarar la terminación o el canon.

			— La Administración puede resolver «la inadmisión de las solicitudes de reconocimiento de derechos no previstos en el ordenamiento jurídico o manifiestamente carentes de fundamento» (art. 88.5).

			Normalmente se habla de inadmisión de solicitudes (o de recursos o de demandas) cuando hay defectos formales que impiden entrar en el fondo del asunto. Se contrapone así inadmisión a desestimación que supone una resolución negativa sobre el fondo del asunto. Pero lo que el artículo 88.5 prevé es en realidad una resolución sobre el fondo por ser claramente inconsistente la solicitud. Así que lo que consagra es que en esos casos extremos se puede dictar directamente una resolución desestimatoria sin tramitar todo el procedimiento, posibilidad que hay que aplicar muy restrictivamente. Cosa distinta, como aclara el mismo precepto es que el escrito, más que una solicitud palmariamente infundada, sea ejercicio del derecho de petición del artículo 29 CE, en cuyo caso habrá que estar a lo dispuesto en la Ley reguladora de tal derecho (Tomo I, lección 7).

			Por lo demás, el artículo 88 se ocupa de los aspectos que puede abordar la resolución, ¿solo los planteados en el acto administrativo de incoación o en la solicitud que lo inició? ¿Cualquier otro aspecto que sea relevante para el interés general? ¿Solo algunos?

			Este mismo problema se plantea en relación con las sentencias y el Derecho procesal lo afronta con el principio de congruencia cuyo exacto alcance es objeto de minuciosos análisis y de una rica doctrina y jurisprudencia constitucional y ordinaria que, además, tiene matices diferentes según se trate de procesos civiles, penales, contencioso-administrativos o laborales. En cambio, para el procedimiento administrativo la respuesta que ofrece el artículo 88 LPAC es oscura y burda, sin que tampoco la jurisprudencia ni la doctrina hayan aportado mucha claridad.

			Lo que puede deducirse del artículo 88.1 LPAC es que, como mínimo, la resolución debe resolver todo lo planteado por los interesados. En ese sentido puede decirse que ha de ser congruente. Pero también puede abordar y resolver otras cuestiones «derivadas» del procedimiento y, en concreto, las que llama «cuestiones conexas». Así que se flexibiliza el requisito de congruencia. Eso sí, para que la resolución pueda decidir sobre una cuestión conexa es indispensable que se informe antes al interesado y se le conceda derecho a formular alegaciones y a aportar y proponer pruebas al respecto (art. 88.1, párrafo segundo). De modo que, al menos, se preserva el principio de contradicción.

			Que el principio de congruencia no puede regir para las resoluciones administrativas igual que para las sentencias es lógico pues la posición del juez, neutral entre las partes, no se parece a la de la Administración que tramita un procedimiento para conseguir el interés general. Además el procedimiento administrativo está inspirado a este respecto por principios diferentes como el de la impulsión de oficio. Una muestra reveladora de cómo el principio de congruencia juega escasamente ante la Administración la ofrece el artículo 6 del RD 1.300/1995 sobre incapacidades laborales: «Los Directores Provinciales… deberán dictar resolución… sin estar vinculados por las peticiones concretas de los interesados, por lo que podrán reconocer las prestaciones que correspondan a las lesiones existentes… ya sean superiores o inferiores a las que se derivan de las indicadas peticiones». Para abordar más correctamente el posible contenido de las resoluciones administrativas sería necesario distinguir entre procedimientos iniciados por solicitud de los interesados y los iniciados de oficio. También habría que diferenciar entre lo que se debe decidir y lo que simplemente debe ser objeto de la motivación porque no vinculan lo mismo la pretensión ejercida por el interesado y su mera fundamentación. A su vez, tampoco debería ser igual el tratamiento que se diese a las resoluciones que dan al interesado más de lo que pidió o aborden cuestiones conexas que le benefician y aquellas otras que entren en cuestiones conexas que perjudican al interesado. Nada de ello hace el artículo 88 LPAC que tiene un pobre planteamiento.

			
2. LA TERMINACIÓN CONVENCIONAL


			Lo tradicional y lo normal es que el procedimiento administrativo, concebido precisamente para que la Administración decida sobre algo, termine con una declaración unilateral de esta. Pero en algunos ámbitos (la fijación del justiprecio expropiatorio, urbanismo…) se conocían casos (incluso sin que una norma los previese) en los que aparecía en el procedimiento un convenio con el interesado. La LPAC dedica a ello un precepto general, el artículo 86, bajo el rubro «terminación convencional». Aunque habla de «acuerdos, pactos, convenios o contratos» celebrados por una Administración con cualquier «persona tanto de Derecho público como privado», hay que entender que este artículo 86, por su ubicación en la Ley, realmente solo se refiere a los convenios firmados con los interesados en un procedimiento y solo como alternativa a la pura declaración de voluntad administrativa. Y que, por tanto, quedan fuera los verdaderos contratos con intercambio de prestaciones (fundamentalmente regulados en la LCSP, que se verán en la lección 10) o los convenios de colaboración entre Administraciones (lección 9 del Tomo I). En estos otros casos, el consenso no es una alternativa a una resolución unilateral sino la única forma posible de lograr el objetivo. Tampoco parecen exactamente el objeto de este artículo 86 los acuerdos en cuya virtud un sector social (p. ej., empresarial), al margen de un procedimiento concreto, asume ciertos compromisos (p. ej., elaborar y cumplir una autorregulación de su publicidad para evitar que la Administración la regule unilateral y autoritariamente).

			En realidad, no siempre esos convenios del artículo 86 LPAC terminan definitivamente el procedimiento. El artículo 86.1 admite dos modalidades: convenios «finalizadores de los procedimientos» y convenios que «se insertan» en el procedimiento «con carácter previo… a la resolución que les ponga fin». En el primer caso, el convenio sustituye a la resolución unilateral que no será procedente dictar. En el segundo solo se prepara la resolución unilateral final que habrá que dictar y que será la que termine el procedimiento. Dentro de esta modalidad, la ley admite convenios vinculantes (que han de trasladarse obligatoriamente a la resolución) y no vinculantes (que preparan esa resolución, liman diferencias… pero de los que motivadamente la Administración podrá apartarse al resolver).

			Como límites generales de la terminación convencional, el artículo 86 señala estos:

			— que no vulnere el ordenamiento jurídico;

			— que verse sobre materia que sea susceptible de transacción;

			— que tenga por objeto satisfacer el interés público encomendado;

			— que no suponga la alteración ni de las competencias atribuidas a los órganos administrativos ni de la responsabilidad que corresponda a las autoridades y funcionarios, relativas al funcionamiento de los servicios públicos;

			— además, se establecen unos requisitos sobre su contenido formal mínimo (art. 86.2).

			A decir verdad, estos límites no son nada claros. Respecto a que no se vulnere el ordenamiento podría pensarse que significa que lo que se establezca en el convenio solo puede ser lo que podría haberse decidido unilateralmente o incluso que si la potestad es reglada no se puede pactar nada más que la única solución que lo reglado comporta. Pero, por ejemplo, parece que debe aceptarse un convenio en el que se impongan al administrado algunos deberes o condiciones más gravosos que los previstos legalmente si los acepta voluntariamente; y que, a cambio, la Administración podrá ceder en algún aspecto en el que la legalidad le daría mayores ventajas. Llevar hasta sus últimas consecuencias el principio de legalidad administrativa en relación a esta terminación convencional reduce demasiado sus posibilidades. Tampoco es seguro aquello sobre lo que se puede o no se puede transigir. El CC establece algunas materias no susceptibles de transacción (arts. 1.813 y 1.814). Y señala que «las corporaciones… solo podrán transigir en la forma y con los requisitos que necesiten para enajenar sus bienes» (art. 1.812). En la legislación administrativa, más que materias cerradas a la transacción, las hay severamente condicionadas a requisitos. Así el artículo 31 LPAP dice que «no se podrá transigir […] sobre los bienes y derechos del Patrimonio del Estado […] sino mediante real decreto acordado en Consejo de Ministros, a propuesta del de Hacienda, previo dictamen del Consejo de Estado en pleno». Lo mismo dispone el artículo 7.3 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria para transigir sobre «los derechos de la Hacienda Pública estatal». Así que, hasta sobre eso se puede transigir, aunque sea dificultosamente. Ante estos preceptos, quizás pueda mantenerse que la regla general es la posibilidad de transacción (y, por tanto, de terminación convencional) salvo prohibición legal expresa.

			Regulación tan abierta y parca sobre materia tan delicada encuentra un desarrollo pormenorizado en diversas leyes y reglamentos sobre específicos procedimientos.

			Veremos algunas de esas regulaciones al estudiar la responsabilidad patrimonial de la Administración, la expropiación, las subvenciones, la gestión urbanística, etc. Puede citarse ahora como ejemplo el sugerente artículo 46 de la Ley 26/2007, de Responsabilidad Medioambiental.

			Cuestión importante que suscita el artículo 86 LPAC es si basta con este artículo para que cualquier procedimiento pueda ser objeto de uno de estos convenios o si, por el contrario, este artículo solo habilita a las normas reguladoras de procedimientos específicos para prever tal forma de terminación pero que, sin ellas, o sea, sin una previsión expresa en la regulación de cada procedimiento, no cabe esta posibilidad. Aunque la respuesta es discutible y ha sido muy discutida, puede afirmarse: a) desde luego, estos convenios, incluso los finalizadores del procedimiento que hacen improcedente la resolución unilateral, pueden estar previstos en simples reglamentos; b) sin ninguna norma —ni siquiera reglamentaria— que lo prevea concretamente, caben convenios que se inserten en el procedimiento sin prescindir de ningún trámite, sin sustituir a la resolución final y sin carácter vinculante; c) pueden aceptarse más ampliamente cuando versen sobre aspectos en los que la Administración tenga discrecionalidad.

			Las posturas contrarias a la admisión de convenios sin expresa previsión normativa invocaban, entre otros argumentos, que el artículo 88.1 de la Ley 30/1992 decía que los convenios tendrían «el alcance, efectos y régimen jurídico específico que en cada caso prevea la disposición que lo regule». De ahí deducían que siempre era necesaria esa disposición específica que lo regulara. Pero ese argumento puramente literal parece desvanecerse con el artículo 86.1 LPAC —que ha sustituido al anterior de la Ley 30/1992— que ya solo habla del «alcance, efectos y régimen jurídico que, en su caso, prevea la disposición que lo regule». Admitir estos convenios, aunque entraña riesgos, tiene ventajas pues facilita la ejecución voluntaria de lo consensuado y evita conflictos y pleitos.

			
3. EL DESISTIMIENTO DE SOLICITUDES Y LA RENUNCIA DE DERECHOS


			Tradicionalmente, tanto el desistimiento como la renuncia han sido únicamente aplicables a los procedimientos que se hayan iniciado por solicitud del interesado, no a los incoados de oficio. No obstante, el artículo 93 LPAC introdujo como novedad la posibilidad de que la Administración desista motivadamente en los procedimientos incoados de oficio «en los supuestos y con los requisitos previstos en las Leyes».

			Centrándonos ya en los iniciados por solicitud del interesado, el desistimiento y la renuncia son dos formas de terminación del procedimiento diferentes que tienen consecuencias muy distintas. Los regula el artículo 94 LPAC. Así, a través del desistimiento el interesado declara su voluntad de poner fin al procedimiento que ha iniciado (de abandonar su solicitud) pero sin afectar al derecho o interés que trata de hacer valer; por tanto, podrá volver a plantear la misma pretensión con posterioridad en una nueva solicitud. Por el contrario, con la renuncia, el interesado declara su voluntad de que se extinga el derecho esgrimido en ese procedimiento, lo que conlleva su finalización como consecuencia de la desaparición de su objeto. En tanto que el desistimiento es absolutamente libre, esto es, carece de limitaciones, la renuncia solo es posible cuando no esté prohibida por el ordenamiento jurídico (arts. 94.1 LPAC y 6 CC). Desistimiento y renuncia pueden efectuarse por cualquier medio que permita su constancia, «siempre que incorpore las firmas que correspondan de acuerdo con lo previsto en la normativa aplicable» (art. 94.3 LPAC).

			La regla general es que la Administración tiene el deber de aceptar tanto el desistimiento como la renuncia del interesado y dictar resolución dando por terminado el procedimiento (art. 94.4 LPAC). Pero esto tiene dos excepciones: a) cuando existan otros interesados en el procedimiento que insten su continuación una vez que se les notifique el desistimiento o la renuncia; b) cuando en el procedimiento haya de decidirse una cuestión que afecte al interés general, caso en el que la Administración puede limitar los efectos del desistimiento o la renuncia al interesado y continuar con el procedimiento hasta resolverlo.

			Recuérdese que, además del desistimiento expreso aquí analizado, la falta de subsanación en plazo de la solicitud de iniciación que sea defectuosa se considera un desistimiento (art. 68.1 LPAC), según ya vimos.

			
4. LA CADUCIDAD POR INACTIVIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN (REMISIÓN) Y DEL INTERESADO


			Hay dos formas de terminación del procedimiento por caducidad. Una de ellas se produce por la pasividad de la Administración y únicamente en los procedimientos iniciados de oficio. De ella se ocupa el artículo 25.1.b) LPAC y se estudiará en el último epígrafe de esta lección. La otra se produce por la inactividad del interesado y solo en los procedimientos iniciados por solicitud de este. La regula el artículo 95 LPAC y es la que nos ocupará ahora.

			Se produce por paralización del procedimiento debido a que el interesado no realiza una actuación indispensable para que la Administración pueda dictar la resolución (en otro caso, la inactividad del interesado solo supondrá que se le declare decaído en su derecho al trámite, continuando el procedimiento; art. 95.2 concordante con el art. 73.3 LPAC ya estudiado). Antes es necesario que la Administración advierta al interesado de su omisión y le dé tres meses para realizar la actuación de que se trate. Tras ello, la Administración declarará expresamente la caducidad (art. 95.1), salvo que «la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla» (art. 95.4).

			Con relación a sus efectos, la caducidad, como el desistimiento, es solo del procedimiento y, por tanto, no afecta a los derechos o intereses que podrán volver a ejercerse en otro procedimiento mediante nueva solicitud. Ni siquiera supone por sí sola la prescripción de derechos ni de acciones. Ahora bien, «los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción» (art. 95.3).

			
XI. LA TRAMITACIÓN SIMPLIFICADA DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN

			La LPAC dedica su artículo 96 a la tramitación simplificada del procedimiento. Lo que le caracteriza es que es que tiene menos trámites y que algunos tienen plazo más breve. Así, dice el artículo 96.6 que «constará únicamente de los siguientes trámites: 1) inicio del procedimiento de oficio o a solicitud del interesado; 2) Subsanación de la solicitud; 3) Alegaciones formuladas al inicio del procedimiento durante el plazo de cinco días; 4) Audiencia pero solo cuando se prevea una resolución desfavorable para el interesado, y 5) Resolución.

			Además, si se trata de un procedimiento para el que su regulación específica impone informe de los servicios jurídicos o del CGPJ o del Consejo de Estado (o sucedáneo autonómico), habrá que solicitarlos. Y en este último caso se le debe remitir «propuesta de resolución»; o sea, que en tales casos también esa propuesta será necesaria.

			El plazo para finalizar este procedimiento es más corto del habitual: treinta días.

			La tramitación simplificada procede, según el artículo 96.1 LPAC, cuando razones de interés público o la falta de complejidad del procedimiento así lo aconsejen. Podrá decidirse de oficio o a solicitud del interesado pero si se decide de oficio y el interesado se opone deberá seguirse la tramitación ordinaria (art. 96.2). En el caso de que sea el interesado quien la pida, el órgano competente podrá declararla, pero si decide desestimar la petición no habrá posibilidad de recurso contra ella. Por tanto, para que el procedimiento pueda tramitarse de forma simplificada es requisito que la Administración y el interesado estén de acuerdo.

			Hay una previsión singularizada de esta tramitación simplificada para el procedimiento de responsabilidad patrimonial (art. 96.4) y para el sancionador (art. 96.5) a lo que aludiremos en el lugar correspondiente (lecciones 8 y 9). Es probable que el legislador, aunque haya previsto esta tramitación simplificada con carácter general, estuviera en realidad pensando en esos dos concretos procedimientos. Pero ni en esos dos ni menos todavía en los restantes ese procedimiento simplificado aporta gran utilidad. De hecho, es poco utilizado. Y en general las pocas ventajas que representa no están compensadas por sus inconvenientes.

			
XII. PLAZO MÁXIMO DE DURACIÓN DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

			— La Administración tiene el deber de resolver expresamente todos los procedimientos ya los haya incoado de oficio o se hayan iniciado por solicitud de interesado. Lo establece el artículo 21.1 LPAC cuando dice que «está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de iniciación». El artículo 88.5 LPAC insiste en que la Administración en ningún caso puede abstenerse de resolver un procedimiento so pretexto de silencio, oscuridad o insuficiencia de los preceptos legales aplicables al caso.

			— Además, ese deber de resolver todos los procedimientos lo tiene que cumplir la Administración en un plazo determinado (art. 21.2 LPAC). El plazo máximo de duración del procedimiento será el que en cada caso prevea la norma sectorial que lo regule (estatal, autonómica...). Ese plazo no podrá exceder de seis meses salvo que una norma con rango de Ley —no basta con norma reglamentaria— o una norma europea establezca uno mayor. Por tanto, una norma con rango de ley sí que puede fijar plazos mayores (y es habitual que lo hagan). En el caso de que la norma sectorial aplicable no fije ninguno, el plazo máximo será de tres meses (art. 21.2 y 3 LPAC).

			— ¿Desde cuándo se computa el plazo? El dies a quo o día inicial del cómputo es:

			• En los procedimientos incoados de oficio, el día del acto de iniciación. Y no el día en que el acto de iniciación se notifique al interesado [art. 21.3.a) LPAC].

			Desde luego, no cuenta el tiempo de la información previa (STS 618/2019, de 13 de mayo, entre otras).

			• En los procedimientos iniciados a instancia del interesado, el día en que la solicitud haya tenido entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para su tramitación» [art. 21.3.b)], fecha que la Administración debe comunicar al solicitante (art. 21.4 in fine).

			— ¿Qué debe producirse dentro del plazo? En el plazo máximo de duración del procedimiento debe producirse no solo la resolución expresa, sino también su notificación (según disponen los arts. 21.2, 22.1, 24.1 y 25.1 LPAC).

			A estos efectos, de conformidad con el artículo 40.4 LPAC, bastará para considerar que se ha resuelto y notificado en plazo —y, con ello, evitar la producción del silencio o de la caducidad— con el intento de notificación frustrada debidamente acreditado o con la notificación defectuosa que contenga, al menos, el texto íntegro de la resolución. También vale a estos efectos la notificación rechazada por el destinatario puesto que según el artículo 41.5 LPAC en tal caso se dará por efectuado el trámite.

			— El artículo 22 LPAC establece supuestos de suspensión del plazo máximo para resolver, esto es, períodos en los que el plazo no corre. Distingue los supuestos en los que el plazo se suspende necesariamente y aquellos otros en que la Administración puede acordar esa suspensión.

			Los de suspensión necesaria se enumeran en el artículo 22.2. Los más normales son los que se producen cuando el órgano competente para resolver decide realizar las actuaciones complementarias del artículo 87 a las que antes nos referimos y cuando los interesados recusan a los funcionarios o autoridades que estén interviniendo.

			Los supuestos en que la Administración facultativamente puede acordar la suspensión de los plazos están establecidos en el artículo 22.1. De los siete que allí se enumeran son destacables al menos dos: el que puede acordarse cuando se requiera al interesado para que subsane los escritos que haya presentado; y el que puede acordarse cuando se pidan informes preceptivos. El mismo artículo 22.1 da reglas sobre el momento inicial y final de esa suspensión facultativa pero son muchas las dudas que se suscitan en la práctica. 

			— Finalmente prevé la LPAC la posibilidad excepcional de que la Administración amplíe el plazo establecido; por ejemplo, para un tipo de procedimiento está establecido por norma previa un plazo máximo de tres meses y la Administración acuerda que para esos procedimientos, en una época y situación determinada, podrán tramitarse durante seis meses. Se trata con ello de dar solución a situaciones especiales como, por ejemplo, avalanchas transitorias de procedimientos en circunstancias extraordinarias y a la falta de personal suficiente para tramitarlos en los plazos normales.

			
XIII. CONSECUENCIAS DE LA SUPERACIÓN DEL PLAZO MÁXIMO DE DURACIÓN SIN RESOLUCIÓN EXPRESA: EL SILENCIO ADMINISTRATIVO Y LA CADUCIDAD

			Para los casos en que la Administración incumpla su deber de dictar y notificar la resolución en plazo los artículos 24 y 25 LPAC prevén una serie de consecuencias jurídicas que son diferentes según que el procedimiento pendiente de resolución se haya iniciado a solicitud del interesado o de oficio.

			Aunque lo anterior puede llevar a pensar que en todos los procedimientos en que se supere el plazo se produce o silencio administrativo o caducidad, hay algunos en los que no se produce ni una cosa ni la otra (p. ej., STS 692/2020, de 8 de junio).

			
1. PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS INICIADOS A INSTANCIA DEL INTERESADO


			En estos casos, el vencimiento del plazo sin resolución expresa y notificación no exime a la Administración de su deber de resolver tardíamente pero produce el silencio administrativo, que puede ser positivo o negativo (art. 24 LPAC). El silencio positivo conlleva que el interesado puede entender estimada su solicitud una vez que transcurra el último día del plazo sin notificación de la resolución; y el silencio negativo que puede considerarla desestimada. Pero, ¿cuándo es positivo y cuándo negativo? El artículo 24 dispone lo siguiente:

			— La regla general es el silencio administrativo positivo. El artículo 24.1 LPAC establece como regla general que «el vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa legitima al interesado o interesados para entenderla estimada —su solicitud— por silencio administrativo», en principio, en los mismos términos que la plantearon.

			— No obstante, el propio artículo 24.1 LPAC prevé las siguientes excepciones a la regla general en las que el silencio será negativo:

			• Procedimientos en los que se ejercite el derecho fundamental de petición del artículo 29 CE (Ley Orgánica 4/2001, de 12 de noviembre).

			• Procedimientos cuya estimación tuviera como consecuencia que se transfirieran al solicitante o a un tercero facultades relativas al dominio público o al servicio público.

			• Procedimientos cuya estimación implique el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente.

			• Procedimientos de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas.

			• Procedimientos de impugnación de actos y disposiciones, esto es, recursos administrativos y revisión de oficio iniciada a solicitud de interesado.

			Nos ocuparemos de este último supuesto de silencio en las lecciones 5 y 6. Adelantemos que a este respecto, y solo con relación al recurso administrativo de alzada, la LPAC ha previsto una excepción a la excepción en el artículo 24.1, párrafo tercero in fine: en el caso de que el recurso de alzada se interponga contra la desestimación por silencio de una solicitud ha de entenderse que —para evitar que el interesado sufra dos silencios negativos consecutivos— el silencio será positivo si vence el plazo máximo de duración del procedimiento en vía de recurso —tres meses— sin resolución expresa del mismo. Ahora bien, esta excepción a la excepción no resultará aplicable si la alzada versa sobre las materias enumeradas en el artículo 24.1, párrafo segundo, esto es, ejercicio del derecho de petición, transferencia de facultades relativas al dominio público o al servicio público, actividades que puedan dañar el medio ambiente o responsabilidad patrimonial de la Administración (art. 24.1, párrafo tercero in fine).

			• Cuando así lo disponga una norma con rango de Ley o una norma de Derecho europeo.

			O sea que, además de los casos enumerados en el propio artículo 24.1 LPAC de silencio negativo, este mismo precepto permite que otras normas establezcan supuestos de silencio negativo. Nada hay que añadir si se trata de normas de la Unión Europea que libremente pueden prever supuestos de silencio negativo. Pero respecto a las normas nacionales (estatales o autonómicas), sí hay que aclarar que la LPAC no permite que cualquier norma excepcione la regla general del silencio positivo. Por lo pronto solo permite que lo haga una norma con rango de ley; por tanto, los reglamentos no pueden establecer por su cuenta supuestos de silencio negativo. Por otra parte, ni siquiera las leyes son libres para introducir supuestos de silencio negativo. Lo dice así el artículo 24.1: «Cuando el procedimiento tenga por objeto el acceso a actividades o su ejercicio, la ley que disponga el carácter desestimatorio del silencio deberá fundarse en la concurrencia de razones imperiosa de interés general». Se volverá sobre ello y sobre el significado de esa expresión de razones imperiosas de interés general en el Tomo III al estudiar las autorizaciones. Es allí donde se podrá entender mejor todo esto. Por ahora baste dejar constancia de que, aunque las Leyes pueden prever otros casos de silencio negativo, no lo pueden hacer con completa libertad.

			Sobre la naturaleza jurídica del silencio administrativo, hay que aclarar que difiere radicalmente según sea positivo o negativo:

			— El silencio positivo es un verdadero acto administrativo, aunque no expreso sino presunto. Lo dice el artículo 24.2 LPAC: «la estimación por silencio administrativo tiene a todos los efectos la consideración de acto administrativo finalizador del procedimiento». Por eso, «la resolución expresa posterior a la producción del acto (presunto) solo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo» [art. 24.3.a) LPAC].

			Si se dictara una resolución expresa tardía denegatoria sería ilegal. Si la Administración quiere resolver en sentido opuesto al silencio positivo tendría que anular el acto presunto estimatorio como si fuese un acto favorable expreso (a través de la revisión de oficio o de la previa declaración de lesividad y posterior impugnación en el contencioso-administrativo, como se verá en la lección 6). Pese a todo, aunque el legislador trate el silencio positivo como un acto administrativo, es un acto muy peculiar. Por ejemplo, no cabrá impugnarlo por haberse dictado con falta total y absoluta del procedimiento legalmente establecido o sin motivación alguna, lo que sería absurdo. Otros vicios de invalidez (arts. 47 y 48 LPAC) sí le son aplicables; incluso el del artículo 47.1.f) se refiere justamente a los actos presuntos.

			— El silencio negativo, por el contrario, no es un acto administrativo, sino una mera ficción para permitir que el interesado interponga recurso. Por eso, dice el artículo 24.2 LPAC que «la desestimación por silencio administrativo tiene los solos efectos de permitir a los interesados la interposición del recurso administrativo o contencioso-administrativo que resulte procedente». En estos casos, la Administración, que sigue teniendo el deber de resolver expresamente el procedimiento aunque sea fuera de plazo, no resulta vinculada en su decisión posterior por el sentido del silencio negativo previo, esto es, puede dictar resolución tardía tanto estimatoria como desestimatoria de la solicitud [art. 24.3.b) LPAC].

			Por eso, el interesado solicitante, aunque ya puede recurrir contra ese silencio negativo, puede optar por seguir esperando a que se dicte la resolución expresa, que acaso le sea favorable; y, si quiere, puede, además de esperar, hacer una de esas quejas a las que se refiere el artículo 76.2 LPAC para recordar a la Administración su mora y su deber de resolver. Esa espera no tiene el riesgo de que se le pase el plazo para recurrir contra el silencio negativo porque no hay plazo para recurrir el silencio administrativo. Lo estudiaremos con más detalle en la lección 5.

			El silencio administrativo puede acreditarse «por cualquier medio de prueba admitido en Derecho, incluido el certificado… Este certificado se expedirá de oficio por el órgano competente para resolver en el plazo de quince días», aunque el interesado podrá pedirlo después en cualquier momento (art. 24.4 LPAC).

			Cabe que, tras interponer contencioso-administrativo contra el silencio, se produzca resolución expresa. Incluso aunque tenga el mismo sentido que el silencio, normalmente expresará al menos una motivación de la que carecerá aquel. Ante ello, el artículo 36.3 LJCA permite varias posibilidades. Entre ellas nos interesa destacar ahora la de ampliar el recurso inicialmente interpuesto contra el silencio a la resolución expresa. Pero aunque no se haga esta ampliación, no se considera que el acto expreso haya sido consentido (STC 98/1988 y STS de 16 de febrero de 2009, rec. 1887/2007).

			
2. PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS INCOADOS DE OFICIO


			La falta de resolución expresa en el plazo establecido tampoco exime a la Administración, en estos casos, de su deber de resolver, aunque sea de forma extemporánea, pero produce los siguientes efectos:

			— En el caso de que el procedimiento sea susceptible de producir consecuencias favorables para el interesado —por ejemplo, procedimiento de concesión de subvenciones— se origina el silencio administrativo negativo [art. 25.1.a) LPAC].

			— En los procedimientos administrativos sancionadores y, en general, en todos aquellos que puedan originar consecuencias desfavorables para el interesado se produce la caducidad [art. 25.1.b) LPAC].

			En estos supuestos de caducidad, el procedimiento se da por terminado y la Administración debe dictar una resolución que así lo declare y que ordene el archivo de las actuaciones. Si en vez de ello la Administración dicta resolución, esta será inválida. Es uno de los casos en que la actuación administrativa fuera del tiempo establecido implica la anulabilidad (art. 48.3 LPAC). Además hay que entender que caducado el procedimiento cesan automáticamente en su eficacia las medidas provisionales que se adoptaron.

			Esta caducidad (también llamada perención) es distinta de la que ya vimos para procedimientos iniciados por solicitud de interesado y producida por inactividad de este mismo (art. 95 LPAC). Pero el artículo 25.1.b) in fine remite los efectos de esta caducidad a los establecidos para la otra. La consecuencia que se deduce de ello es que, una vez caducado el procedimiento iniciado de oficio, la Administración puede acordar la incoación de otro con el mismo objeto y pretensión.

			Este resultado final es sorprendente y perturbador pues no se comprende qué ventajas tiene para nadie (ni tampoco para la eficacia, la celeridad, la simplificación…) el que, cuando quizá se estaba a punto de terminar un procedimiento, se tire por la borda todo lo hecho para empezar de nuevo. Pero los tribunales, con alguna excepción, confirman esta contraproducente consecuencia. Al menos, el procedimiento caducado no interrumpe la prescripción de manera que la cadena de procedimientos frustrados no será eterna.

			La STS 1667/2020, de 3 de diciembre, ha hecho precisiones interesantes sobre esta caducidad; en esencia ha declarado que para iniciar un nuevo procedimiento tras otro que ya ha superado su plazo debe declararse expresamente la caducidad del primero.
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